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RESUMEN 
 
 
El contrato de seguro es de gran importancia para la sociedad Colombiana, ya que 
gracias a este es posible superar contingencias que puedan desestabilizar las 
economías individuales de los ciudadanos promedio, que no tienen cómo hacer 
frente a estas; al tiempo que, en el caso de eventos catastróficos ayudan a evitar 
también la desestabilización del país en general. 
 
El presente trabajo de grado, investigó cuál es la realidad del contrato de seguro 
en Colombia, revisando desde los aspectos legales, teóricos, jurisprudenciales, 
hasta los comerciales o de promoción; para poder establecer, cuál es el 
argumento predominante para el operador jurídico a la hora de dirimir un conflicto 
entre Asegurador y Asegurado. 
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ABSTRACT 
 
 
The insurance policy has great importance in Colombian society; thanks to this it's 
possible to overcome situations which could destabilize individual economic 
challenges of average citizens--especially those who do not possess the means to 
meet individual commitments/obligations. At the same time,  in the case of 
catastrophic events, insurance policies help to avoid countrywide economic 
destabilization. 
  
This  research concerning insurance policies in Colombia was conducted by 
reviewing the following topics: legal and jurisprudential documents, related 
theoretical works, as well commercial and promotional material in order to establish 
the predominant argument for a legal operator in resolving potential conflicts 
between the insurer and the insured. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Los contratos de seguros juegan un papel fundamental en las sociedades, y 
especialmente en la sociedad Colombiana; ya que en vista del desarrollo 
paulatino que está vivenciando el país, el seguro constituye un mecanismo de 
protección para la sostenibilidad y viabilidad de éste, debido a que cualquier 
contingencia puede desestabilizar la economía del Colombiano promedio, y en 
los eventos catastróficos como en los terremotos anteriormente ocurridos, la 
del país completo. 
 
La cultura del seguro, es sin duda, un ideal para cualquier sociedad en vía de 
desarrollo, pero no solo es importante fomentarla en los ciudadanos comunes, 
sino, que el Estado mismo a través de los operadores jurídicos y organismos 
de vigilancia, debe asumir políticas en procura de la protección del consumidor 
financiero, para que de esta manera haya equidad y justicia en la actividad 
aseguradora. 
 
El presente trabajo de grado, investigó cuál es la postura que asume el 
operador jurídico, en aquellos casos en los que se evidencia que por 
desconocimiento en el tema del Contrato de Seguro por parte del tomador, a 
pesar de que creyó haber adquirido una cobertura para un riesgo, no le es 
indemnizado ante la realización del mismo, so pretexto del contenido 
contractual que limitaba, condicionaba o simplemente no aclaraba el alcance 
de una cobertura. 
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Para analizar esta situación se realizó una recopilación de las leyes y 
Jurisprudencia que tienen por objeto la materia, posteriormente se realizó un 
análisis y finalmente se emitieron unas conclusiones, no solo como requisito 
para la obtención del título de abogado, sino también como aporte y reflexión a 
temas que socialmente tienen demanda y requieren ser revisados o mejorados 
en su reglamentación por parte del Estado y de las entidades o instituciones 
relacionadas con este que hacer. 
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1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
 
Las Compañías de Seguros basadas en el principio de la autonomía de la 
voluntad de las partes entre particulares promueven y celebran contratos de 
seguros, cuyos contenidos y coberturas son establecidos o estipulados por ellas 
mismas, es decir, lo que los clientes adquieren es determinado por las propias 
compañías de seguros, generando de esta manera derechos y obligaciones para 
con los asegurados y para ellas mismas, lo cual las convierte en la parte 
dominante del contrato. Los asegurados, por su parte, se allanan a todas sus 
condiciones, convirtiéndose en la parte débil dentro del mismo, al cual se 
suscriben partiendo de la necesidad que representan hoy en día las pólizas de 
seguro, por la tranquilidad y confianza que generan sus coberturas; sin embargo, 
existe un amplio desconocimiento de éstos frente al tema, por lo cual se puede 
afirmar que el contrato se firma partiendo de la confianza depositada en las 
compañías, a través de quienes promueven sus productos mejor conocidos como 
asesores. 
 
A la hora de la ocurrencia de un siniestro, es cuando sale a relucir el contenido 
contractual de las pólizas, las compañías aplican el mismo al pie de la letra, y es 
cuando los consumidores sienten menguadas sus expectativas, pues no conocían 
sus obligaciones que condicionaban la cobertura o el alcance de la misma; y en 
algunos casos puede darse que los contratos tengan cláusulas exorbitantes o 
contradictorias que afecten los interés de los asegurados, ante lo cual por el 
desconocimiento generalizado del tema, al asegurado le es objetada la 
reclamación parcial o totalmente, y estos al no saber qué mecanismos de 
protección existen a su favor, simplemente dejan el tema hasta allí y no ejercen 
sus derechos. 
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Como es natural, cuando las compañías redactan los contratos pueden cometer 
errores involuntarios tales como entrar en contradicción, o voluntarios como 
imponer cargas desproporcionadas a los asegurados, entre otros; pero el 
problema radica en que estas se escudan en que no obstante lo anterior, el 
contrato es ley para las partes, y se debe aplicar, así el asegurado considere que 
no hubo claridad al momento de la suscripción, o le parezca que a pesar de que 
exista una estipulación contractual, se comete un acto de injusticia eminente.  
 
Con base en lo anterior, resulta pertinente plantear el siguiente cuestionamiento: 
 
Desde la entrada en vigencia de la ley 45 de 1990 hasta la fecha, ¿Cuál es el 
argumento predominante para el operador jurídico a la hora de dirimir un conflicto 
entre Asegurador y Asegurado, el contenido literal o meramente contractual, o la 
buena fe del tomador?  
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2. JUSTIFICACIÓN 
 
 
Luego de indagar y vivenciar el modelo de comercialización de los Contratos de 
Seguros que se sigue en el país, el cual va desde la promoción de estos hasta la 
posición que se asume como cliente; se encuentra que no hay suficiente 
ilustración acerca del tema para los consumidores de los mismos, ya que en la 
mayoría de los casos por la buena fe y la confianza que pueden generar las 
compañías de Seguros, estos limitan su información sobre el tema al conocimiento 
e indicaciones de los intermediarios de seguros, quienes son promovidos por las 
compañías, creyendo además que no hay diferencias profundas entre una u otra 
oferta, lo cual genera malos entendidos y la insatisfacción de las expectativas de 
los asegurados. 
 
Ahora bien, dada la importancia que representan los seguros en la sociedad por 
constituirse en un mecanismo de protección patrimonial que ampara cualquier 
contingencia que se presente en desarrollo de una actividad comercial, laboral o 
una simple labor cotidiana, es que se analizaron las características del Contrato de 
Seguro, sus efectos, la posición y obligaciones  que asumen las partes 
(asegurador y asegurado); pretendiendo así que el lector de este trabajo tenga la 
posibilidad de conocer y comprender las situaciones que se generan en torno a 
este contrato, qué derechos y obligaciones tiene y la protección que el Estado 
brinda a los asegurados, para que de esta manera, se informe sobre qué acciones 
y posiciones debe tomar frente a la suscripción de los contratos de seguros y las 
eventuales reclamaciones de siniestros que se presenten con relación a los 
mismos. 
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3. OBJETIVOS DE INVESTIGACIÓN 
 
 
 
3.1 OBJETIVO GENERAL 
 
 
Identificar desde la entrada en vigencia de la ley 45 de 1990 hasta la fecha, el 
argumento predominante para el operador jurídico a la hora de dirimir un conflicto 
entre Asegurador y Asegurado, el contenido literal o meramente contractual, o la 
buena fe del tomador. 
 
 
3.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS 
 
 
• Analizar las Leyes y Jurisprudencia que tienen por objeto la regulación del 
Contrato de Seguro en Colombia 
 
• Analizar la información relacionada con el Contrato de Seguro para determinar 
el argumento predominante para el operador jurídico en esta materia. 
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4. MARCO REFERENCIAL 
 
4.1 MARCO HISTÓRICO 
 
A continuación se presentarán los elementos históricos de carácter general que 
enmarcan el estudio investigativo. 
 
La historia de la humanidad, siempre ha estado determinada por las relaciones 
entre los hombres, las cuales se han dado básicamente por situaciones que 
propenden por la supervivencia, ya sea como seres particulares o como miembros 
de una sociedad. Cada tarea o acción realizada ha traído siempre consigo y de 
manera implícita factores de riesgo que el hombre ha debido sortear o sobre los 
cuales ha debido tomar medidas preventivas.  
 
Aunque de la historia del seguro no se cuenta con abundante información, si hay 
algunas actividades realizadas por los hombres desde antaño que podríamos 
equiparar con lo que en la actualidad se configura como un contrato de seguro. 
 
El Contrato de seguro surgió, desde su concepción y desarrollo atendiendo a 
situaciones prácticas de la economía de los hombres, los cuales cuando tienen 
que soportar un riesgo, lo desplazan o colocan dentro de un conjunto de riesgos 
semejantes. 
 
En Babilonia, por ejemplo, había un contrato en virtud del cual los jefes de 
caravanas recibían mercancías bajo la condición de llevarlas a salvo, de lograrlo 
se beneficiaba económicamente, de lo contrario, debían soportar el prejuicio. 
  
Como principio de solidaridad entre personas expuestas a un mismo riesgo, todos 
los dueños de los cargamentos embarcados en una nave, debían contribuir con la 
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avería común, concepto que ya se contemplaba en el Código Marítimo de Rhodas 
(916 a. De C.), en virtud del cual en caso de algún siniestro en que hubiese la 
necesidad de alivianar la carga, parte de esta se arroja al mar, y como esto 
beneficia a todos, entre todos deben asumir las perdidas. “Este principio de 
contribución común frente al peligro aparece en forma más expresa en el derecho 
romano, donde se encuentran cláusulas contractuales como la de “pecunia 
trajectitia” o renta viajera o la estipulación “Si navis ex Asia venerit”, que 
condicionaba el pago del flete a la llegada a salvo de la nave.”1 
 
En Roma se conocieron ciertas expresiones relacionadas con el principio de 
solidaridad, por ejemplo, “Collegia Tenuiorum”, con la cual se indemnizaban a los 
miembros de la fuerza armada en el evento de cambio de guarnición y los 
“Collegia Funeratica”, que cubrían los gastos de entierro de los militares. 
 
La traslación del riesgo a cambio de un precio o prima, solo comenzó a 
configurarse en la Edad Media, y solamente en los contratos que contenían la 
cláusula “sit salva in terra in bona debitoris” o la estipulación “ad tuum risicum” – 
“ad tuam fotunam”. 
 
Cuando el Pontífice italiano Gregorio IX en su decretal de 1234, prohibió los 
préstamos a la gruesa, los italianos tuvieron que encontrar otra forma de 
protegerse, y es allí donde se crea el seguro en la forma en que lo conocemos. 
 
“El préstamo a la gruesa (Nauticum foenus) fue operación comercial muy 
usada en el tráfico marítimo medieval, cuando los prestamistas de las 
provincias lombardas dominaban el mercado del dinero. Se trataba de un 
préstamo al capitán de la nave o al dueño de la carga dentro de una 
condición aleatoria: si el embarque se perdía el deudor quedaba 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
1	  ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 3. 
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exonerado del pago; si se salvaba, el monto de la deuda se recargaba con 
un fuerte interés.”2 
 
Al suprimir esta clase de contratos, los comerciantes y estudiosos del derecho 
italianos, crearon un nuevo contrato conocido entonces como el de “venta bajo 
condición resolutoria”, el cual consistía en que por ejemplo, un navío o carga se 
vendían, pero este contrato accesorio solo se perfeccionaba en caso de naufragio 
o avería, y si por el contrario si estos llegaban a buen puerto el contrato quedaba 
sin efectos, eso si el vendedor siempre debía pagar al presunto comprador una 
suma de dinero no reembolsable. 
 
Con respecto a lo anterior puede decirse que esta prohibición era la antítesis del 
préstamo a la gruesa, en donde aparecieron los principales elementos esenciales 
del futuro contrato de seguro, la indemnización en caso de siniestro y la prima 
como precio del riesgo.  
 
Con respecto a las primeras manifestaciones legislativas, estas aparecieron en 
Italia, en el decreto del “Dogo de Génova” de 1309 y en el Breve “Portus kalliritani” 
promulgado en Pisa en 1318. Después de las reglamentaciones italianas, en el 
libro el consulado del mar, se recopilaron leyes y costumbres marítimas que se 
encontraban bajo la dirección del tribunal marítimo de Valencia, a sus miembros 
se les denomino cónsules del mar. 
En 1435 los magistrados del puerto de Catalán, quienes ejercían funciones 
legislativas bajo las ordenes de la corona de Aragón, promulgaron las ordenanzas 
de Barcelona, las cuales contenían la prima regulación orgánica del contrato de 
seguro. 
 
“El derecho de los seguros marítimos del Mediterráneo se rigió durante buena 
parte del siglo XV por dichas ordenanzas, que en 25 capítulos daban las 
reglas minuciosas sobre la solemnidad de los contratos, la parte de riesgo 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
2	  ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 4.	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que debían asumir los asegurados y la buena fe de estos frente al 
asegurador.”3 
 
Durante esta gran época de desarrollo de la navegación, el príncipe Enrique de 
Portugal y los de Castilla y Aragón, organizaron aventuras marítimas, los primeros 
para buscar un camino desde oriente hasta los puertos lusitanios y evitar así los 
obstáculos impuestos por los otomanos a la comercialización en el Cercano 
Oriente, y los segundos, sin pensarlo, obtuvieron resultados de la expedición de 
Cristóbal Colón. 
 
“El comercio marítimo con el nuevo mundo trajo un gran desarrollo a los 
puertos del Bilbao y Sevilla, donde el seguro marítimo tomó un tal 
desarrollo que impuso la actividad legislativa. Las ordenanzas de Bilbao, 
de 1560, contenían la primera disposición sobre registro público del texto 
íntegro de las pólizas de seguro.”4 
 
Pero no fue solo en España y Portugal  donde se gestaban asuntos entorno a los 
contratos de seguro, por la misma época se publicó en Francia una obra conocida 
como Le Guidón de la Mer, la cual es una recopilación anónima en la que se 
recogen las costumbres más importantes del comercio marítimo, entre las cuales 
se encuentra la avería común, el préstamo a la gruesa y el seguro de 
mercaderías.  
 
Ya iniciada la Edad Moderna, específicamente en el siglo XVI, ocurrieron grandes 
revoluciones en el comercio mundial y en las concepciones filosóficas que se 
tenían sobre el dinero y el interés. Ya se había comprobado que el mundo era 
redondo y Calvino formulo las primeras objeciones en contra de las doctrinas 
gregorianas sobre el dinero, cuestionando cual era la razón para menospreciar el 
dinero creado por Dios. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
3 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 6. 
4 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 6.	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Ahora, el sentido que tuvieron los descubrimientos como misiones teológicas, 
cedieron el paso al interés mercantil. El momento para el desarrollo de la banca y 
las cámaras aseguradoras en los puertos europeos había llegado y tomado fuerza. 
 
En el siglo VXII, Francia experimentaba el boom de los seguros, y fue en ese 
momento que los grandes juristas comenzaron a cuestionar si la vida del hombre 
podría ser objeto del comercio. Debido a esto en 1681 Luis XIV profirió la 
“ordenanza de la marina”. Zuleta5 señala que Este estatuto recogió bajo forma de 
ley la mayoría de las soluciones jurídicas de Le Guidón de la Mer. 
 
La primera compañía de seguros, se fundó en la ciudad de París (Francia) en el 
año 1686, y fue llamada Compañía General para los seguros y gruesas venturas 
de Francia. 
 
A comienzos del siglo XVII, recién nacido Reino Unido de la Gran Bretaña, se 
fundó en Londres la que se convertiría en la institución más importante del seguro 
moderno,  y que ha sido llamada por los historiadores como el pilar del Imperio 
Británico. 
 
“En un modesto café de Lombard Street, de propiedad de Edward Lloyd, 
acostumbraban reunirse los interesados en las noticias sobre cargamentos 
y embarcaciones. Cada vez que se tenía noticias sobre cargamentos y 
embarcaciones, cada vez que se tenía noticias del zarpe de una nave, los 
concurrentes discutían los riesgos y peligros del viaje y quienes querían 
tomar parte de la aventura marítima suscribían su nombre bajo aviso que 
contenía los detalles pertinentes. Este es el origen conocido de la palabra 
underwriter, que se ha incorporado al léxico de los aseguradores. Los 
mecanismos del seguro se hicieron con el tiempo más refinados pero 
sencillos: un bróker (corredor) llenaba el slip (boletín) que contenía los 
elementos esenciales del contrato, a saber: riesgo, prima y valor 
asegurado. Ese boletín pasaba a la firma de los underwriters, que no solo 
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podían hallarse viudas nobles, burgueses acomodados, miembros del 
parlamento o sacristanes enriquecidos.”6 
 
Como era de esperarse, a medida que crecían las relaciones comerciales el 
seguro se hizo más necesario y hacia 1774 el local de Lloyd’s se hizo insuficiente 
y la institución se trasladó a su histórica sede en Royal Exchange, para la época 
ya se prestaban nuevos servicios como el de examen de averías marítimas y el de 
publicaciones especializadas sobre embarques, accidentes marítimos, averías y 
características de las naves. 
 
“Lloyd’s no es una compañía de seguros. Es una asociación o bolsa donde 
más de 1.400 underwriters asumen riesgos simultáneamente pero 
separadamente. Cada asegurador, persona o sindicato es responsable 
exclusivamente por su parte proporcional en el seguro, pero la institución 
ejerce una severa vigilancia sobre las finanzas de sus miembros y 
mantienen un fondo de garantía para cubrir los casos de insolvencia.”7 
 
En la época de los comerciantes lombardos y del Lloyd´s que representaba el gran 
desarrollo náutico, el seguro constituía una traslación del riesgo a cambio de una 
prima que se calculaba de manera empírica, por lo cual a mediados del siglo XVII 
los grandes matemáticos Holandeses, Franceses, Ingleses y Alemanes,  crearon 
las bases de la ciencia actuarial o ciencia del azar. “El trabajo de los actuarios, 
esos ingenieros del seguro, permitió elaborar tablas sobre la igualación 
matemática de grandes grupos de riesgos similares, para establecer la relación 
entre la prima y el riesgo.”8 
 
Hasta el momento toda la actividad entorno a los seguros se había desarrollado de 
forma empírica, el nacimiento del seguro científico trajo consigo la posibilidad de 
extender las operaciones de los aseguradores a otros tipos de riesgo. Aparecieron 
también nuevas modalidades de seguro, como por ejemplo, los seguros 
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7 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 9. 
8 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 9.	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marítimos, los de incendio y los de vida, las pólizas de accidentes personales y la 
cobertura por daños  que los vehículos y caballos ocasionaren. 
 
Tal desarrollo hacia evidente la necesidad de intervención del Estado, como 
organismo encargado de ejercer la vigilancia sobre la solvencia técnica y moral de 
los aseguradores. Debido a esto en el año 1870, se votó en Inglaterra el Life 
Insurance Companies Act, la cual tenía por objeto exigir a las compañías de 
seguros el depósito de cauciones y la constitución de reservas técnicas que 
protegiera los intereses de los asegurados. 
 
La vigilancia a la actividad aseguradora se impuso en el siglo XX, en donde países 
de gran cultura del riesgo como Estados Unidos, Alemania, Suiza y Francia, 
expidieron leyes especializadas en la materia en busca de garantizar la estabilidad 
financiera de las compañías de seguros. 
 
En cuanto a la política que es Estado  tiene de cara al seguro, hoy en días se 
pueden identificar tres grandes tendencias: 
 
“La llamada de publicidad que se limita a imponer a las empresas la 
obligación de publicar periódicamente sus balances y estados financieros; 
el sistema normativo, según el cual las empresas aseguradoras deben 
satisfacer requisitos regidos para su constitución pero gozan de libertad en 
el desarrollo de su objeto social; finalmente, la de inspección directa que, 
como lo indica su mismo nombre, supone una vigilancia material del poder 
público sobre el texto de las pólizas, el régimen de inversión de las 
reservas y los métodos para establecer las primas, en defensa del público 
y de la solvencia económica de las empresas que asumen los riesgos.”9 
 
4.1.1 Regulación sobre el contrato de seguro en Colombia 
El contrato de seguro en Colombia estuvo regulado por las ordenanzas de Bilbao 
de 1737, que quedaron vigentes con el artículo 188 de la Constitución de 1821 
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  ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 10.	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hasta la expedición del primer Código Nacional de Comercio  en 1853, el cual era 
una adaptación de código de comercio español de 1829, que regulaba el comercio 
marítimo y terrestre. 
 
 
En 1858, con el triunfo de los federalistas, los Estados soberanos tuvieron la 
autonomía para adoptar sus propios códigos de comercio terrestre, por ello del 
código de comercio de 1853 solo continuó vigente el libro sobre comercio 
marítimo, que posteriormente fue sustituido por el código de comercio marítimo de 
1974. 
 
Con la Constitución de 1886, la nación queda reconstituida como República 
unitaria, y mediante la Ley 57 de 1887 se  realizó la unificación legislativa, 
adoptando del Código Nacional lo concerniente al derecho comercial marítimo, y 
del Código del extinto Estado  de Panamá, lo atinente al derecho comercial 
terrestre. 
 
En esta época los estudiosos del derecho mercantil se  tuvieron guiar por dos 
códigos que eran insuficientes para las necesidades del comercio, pues mientras 
que el código de comercio terrestre fue ampliamente comentado y editado durante 
un siglo, el marítimo permaneció intacto y además  era de poca difusión, al punto 
que solo lo tenían algunas oficinas públicas o algunos juristas como si se tratase 
de una joya. 
 
La ley 27 de 1888, nace por la necesidad de complementar los códigos 
anteriormente adoptados, en lo ateniente al seguro de trasporte, regulando el valor 
asegurable de las mercaderías, el seguro de fletes, la inclusión de las comisiones 
y las utilidades en el valor asegurado. 
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“La necesidad, sentida y comentada durante décadas, de expedir un 
código de comercio adecuado a la realidad mercantil del siglo XX y a los 
nuevos sistemas de comunicaciones, transportes, contabilidad y cambios, 
fue motivo determinante para que, en 1953, se creara una comisión 
revisora y se solicitara, de los diferentes gremios vinculados a las 
actividades mercantiles conceptos y soluciones sobre la materia.”10 
 
En el año 1952, la asociación Colombiana de Compañías de Seguros le solicitó a 
los grandes juristas nacionales en materia de Derecho de Seguros, Víctor Cock y  
José Efrén Ossa, que presentaran un anteproyecto relativo al contrato de seguro 
que pudiese ser incorporado al proyecto de código de comercio que venía siendo 
trabajo por Álvaro Pérez Vives, Emilio Robledo Uribe y José Gabino Pinzón. 
 
Fue Solo hasta 1958, que se presentó al Congreso de la República el proyecto 
definitivo de código de comercio, del cual se hizo una publicación oficial que no 
circulo mucho. Sin embargo lo relativo al capítulo del contrato de seguro si tuvo 
amplia difusión, ya que el doctor Ossa lo incluyó en su tratado elemental de 
seguros.  
 
Trascurridos 10 años de presentado el proyecto al Congreso, cuando ya se creía 
que el proyecto se iba a quedar en el olvido, la Ley 16 de 1968 facultó al 
Presidente de la República para que, “previa una revisión final por una comisión 
de expertos, expida y ponga en vigencia el proyecto de ley sobre Código de 
Comercio que se halla a la consideración del Congreso Nacional”.11 
 
En 1970 el doctor J. Efrén Ossa ingresó al cuerpo consultivo para la redacción 
texto definitivo del título V del libro cuarto del actual código de comercio, el cual 
había sido analizado en repetidas ocasiones por subcomisiones especializadas, lo 
que permite concluir que redacción del texto final es producto de este jurista y 
Álvaro Pérez Vives.   
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“Estos antecedentes permiten afirmar que en lo tocante al contrato de 
seguro en el nuevo código si refleja continuidad en el tratamiento de la 
materia, unidad de criterio y armonía normativa, algo que no puede 
predicarse de la totalidad del nuevo estatuto mercantil expedido mediante 
el decreto 410 de 1971.”12 
 
4.1.2 La expedición del Decreto Ley 410 de 1971 (Antiguo Código de 
Comercio) 
Dado que los contratos de seguros son contratos de tipo mercantil, la actividad 
aseguradora en general tiene íntima relación con el derecho comercial, ya que 
este regula las sociedades comerciales, los contratos y obligaciones mercantiles, y 
de tipo marítimo y aéreos, y por supuestos los contratos de seguros; asuntos que 
se relacionan con el ejercicio de la actividad aseguradora.  
A mediados del siglo XX, la comisión redactora del Código de Comercio le 
encomendó a varios destacados juristas liderados por  el maestro J. Efrén Ossa, 
para redactar Título V del Libro Cuarto del Código de Comercio, encargado de 
regular el Contrato de Seguro, el cual hasta el día de hoy, solo ha sido objetos de 
pocas modificaciones, pero que ha servido para la realización de grandes obras 
doctrinales del derecho nacional. 
 “En el compendio mercantil, se definen las características del contrato de 
seguro, sus partes, sus elementos esenciales, su prueba, el contenido de 
las pólizas, su mérito ejecutivo, su definición y sus elementos esenciales, 
su revocación, la prima y sus efectos, el siniestro, los seguros de daños, 
de incendio y de transporte, el seguro de responsabilidad, el reaseguro, y 
los seguros de personas incluyendo los seguros de vida, entre otros 
aspectos. Estas normas han sido reformadas en algunos apartes por 
normas tales como la Ley 45 de 1990, el Decreto Especial 01 de 1990, la 
Ley 35 de 1993 y Ley 389 de 1997.”13 
Vale resaltar que hasta hoy, el código de comercio ha regulado de forma eficaz las 
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FASECOLDA. 2011 
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normas que enmarcan el contrato de seguro, permitiendo que gran parte de las 
mismas hayan perdurado en el tiempo, y permitiendo que la Jurisprudencia de las 
altas cortes haya suplido los vacíos normativos. 
4.1.3 Ley 45 de 1990, principal reforma al Derecho Público de Seguros 
Debido a la crisis financiera de 1982, se evidenció una imperativa  necesidad de 
realizar una reforma a la normatividad financiera,  
Hasta entonces la leyes que regulaban el sector financiero, eran la Ley 105 de 
1927, Decreto Ley 1403 de 1940 y Decreto Ley 410 de 1971, las cuales eran 
anticuadas y no se comparecían con las necesidades y realidad del contrato de 
seguro, por lo cual se presentaron dos iniciativas de reforma en el Congreso de la 
República, las cuales pretendían modificar por separado las normas de Derecho 
público de seguros y Derecho privado de seguros, “y tenían varios fines, a saber: 
actualización de los capitales mínimos de las entidades, la obligación de convertir 
las aseguradoras en sociedades por acciones, imposición de sanciones por 
incumplimiento de capitales mínimos exigidos, normas sobre reservas, terminación 
del contrato por mora en el pago de la prima y reducción de su término de pago.”14 
Estas iniciativas no prosperaron, pero sirvieron de base para la expedición de la 
Ley  45 de 1990, la cual revolucionó la actividad aseguradora del país. 
4.1.4 La libre competencia en el sector asegurador 
La Ley 105 de 1927 exigía la aprobación previa de los productos de las compañías 
de seguros por parte de la Superintendencia Bancaria, pero además permitía la 
celebración de acuerdos entre los diferentes sectores económicos, entre ellos el 
de los seguros, en el marco de la Ley 155 de 1959, y por tanto en Colombia existía 
el régimen de productos y tarifas únicas, lo cual propiciaba que el único valor 
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agregado de una compañía frente a la otra fuera el servicio, lo cual freno 
desarrollo de la actividad. 
Con la expedición  de la Ley 45 de 1990, el sector asegurador fue obligado a  
entrar al principio de la libre competencia, ya que le fue prohibido realizar 
acuerdos o pactos que limitaran de alguna menara la dinámica del mercado de la 
oferta y la demanda, facultando a la Superintendencia Bancaria para ordenar la 
cesación de los mismos imponiendo las multas a que haya lugar. De igual manera 
eliminó la autorización previa del producto sustituyéndolo por el régimen del 
depósito, el cual consiste en que solo cuando una compañía es nueva o tiene un 
ramo nuevo, debe pedir autorización a la Superintendencia Bancaria para la 
comercialización de su producto, realizando la respectiva revisión de las 
condiciones del mismo. 
Así mismo se acabó con el monopolio estatal, ya que hasta ese entonces todos 
los seguros tomados por entidades del sector público tenían que ser suscritos con 
aseguradoras de propiedad del Estado, concretamente La Previsora. Con el 
objetivo de proteger el mercado nacional, se prohibió que los seguros en los que 
entidades del Estado fuera tomador, asegurado o beneficiario de un seguro, los 
mismos no podrán ser contratados en el exterior, pero posteriormente la Ley 1450 
de 2011 establece que los seguros catastróficos cuyo fin es reducir la 
vulnerabilidad fiscal del Estado, pueden ser adquiridos por éste mediante el 
contrato o mecanismo que éste considere, tanto en el país como en el exterior. 
4.1.5 Modificaciones al Seguro de Responsabilidad Civil 
Anteriormente solo se encontraban amparados los daños que sufría el asegurado, 
pero con la entrada en vigencia de la Ley 45 de 1990, además de los daños que 
sufra el asegurado, están amparados los daños que cause a terceros, con la 
intención de proteger a las víctimas, y habilitando la posibilidad de asegurar la 
culpa grave, hasta ese momento restringida por el artículo 1055 del Código de 
Comercio. Así mismo, permitió asegurar una suma asegurada para amparar los 
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gastos de defensa en los procesos judiciales. Por último, eliminó la necesidad de 
interponer una demanda civil para el cobro de la prestación asegurada, y se creó 
la acción directa del damnificado contra el asegurador sin necesidad de que el 
asegurado realice la reclamación o el llamamiento en garantía. 
4.1.6 Ley 389 de 1997, la única ley exclusivamente de seguros desde la 
Constitución de 1991 
Es de resaltar que en el último siglo, la Ley 389 de 1997 junto a la 105 de 1927, 
son las únicas leyes que tienen por objeto exclusivamente aspectos relacionados 
con la actividad aseguradora. 
Lo primero que modificó esta Ley son las características del contrato de seguro, 
pasando de ser solemne a consensual, por lo cual fue necesario introducir en el 
artículo 1046 del C. Co. la confesión como medio probatorio para acreditar la 
existencia de dicho contrato,  ya que se perfecciona con el mero acuerdo de 
voluntades. 
Por otra parte, en los seguros de Manejo y de Responsabilidad introdujo la 
posibilidad de pactar las cláusulas “claims made” que en el mercado mundial 
datan desde principios de los años sesenta, y en virtud de la cual toda reclamación 
realizada al asegurado durante la vigencia del seguro, así el hecho generador de 
la misma no haya ocurrido en la vigencia del contrato, es susceptible de ser 
amparada.  
Así mismo esta ley, ratificó legalmente la promoción de seguros a través de 
entidades financieras, mejor conocida como bancaseguros, que ya existía desde 
1993 por medio de un controvertido y polémico decreto que permitía que seguros 
que tuvieran ciertas características de uniformidad, simpleza y  por ende de 
comercialización masiva, se ofrecieras en los diferentes establecimientos 
bancarios. 
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4.1.7 Ley 1328 de 2009, Globalización de los seguros  
Posteriormente comenzaron las negociaciones del Tratado de Libre Comercio con 
los Estados Unidos, en las que se acordó que una vez estrado en vigencia los 
Colombianos pudiesen adquirir algunos seguros en el exterior, quedando por fuera 
de estos los de carácter obligatorio, lo de la seguridad social y aquellos en lo que 
Estado sea el tomador, asegurado o beneficiario. 
Debido a esto se formuló la idea de realizar una reforma financiera que se 
compareciera con los retos que tendrían la compañías al competir con otras del 
exterior, pero fue en este entonces cuando se generó la crisis mundial de 2007, 
que golpeó enormemente al sector asegurador mundial, y por tanto se generaron 
las recomendaciones de Basilea 3 y Solvencia II, así como en Estados Unidos una 
reforma financiera que evitara lo  ocurrido. 
La Ley 1328 de 2009 consagró lo negociado en el TLC  con E.E. U.U. al 
ordenamiento jurídico, el cual no planteo una relación de reciprocidad entre ambos 
países, pues solo quedó estipulado que los Colombianos desde 2013 pudiesen 
tomar seguros en el exterior, pero no viceversa.  
Así mismo, permitió que las compañías de seguros nacionales crearan sucursales 
en el exterior, y creó el Registro Único de Seguros RUS, que permite que quienes 
crean que son beneficiarios de pólizas puedan consultar la existencia de estas. 
Por último, estableció que el Gobierno asumiría el riesgo de salario mínimo en las 
pensiones de los colombianos.  
Esta ley reiteró que a excepción de las compañías de seguros, cualquier persona 
sea natural o jurídica, puede pagar en especie servicios exequiales a cambio de 
un pago periódico, es decir, a pesar de que es un contrato que cumple con todas 
características del contrato de seguro, se le prohibió a las compañías la promoción 
de planes de este tipo. Este artículo fue demandado en el año 2010 ante la Corte 
Constitucional pero la corte declaró su exequibilidad. 
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Finalmente se puede observar  que esta ley incorporó importantes disposiciones 
en materia de protección del consumidor, ya que dotó de facultades a la 
superintendencia para pronunciarse acerca de las cláusulas que considere 
abusivas, creando así un sistema de protección del consumidor financiero, con un 
defensor y un sistema para ello.  
 
4.2 MARCO TEÓRICO 
 
 
Luego de investigar y revisar el Iusnaturalismo y el Iuspositivismo, como unas de 
las principales teorías filosóficas del Derecho, se fundamentó la presente 
investigación, en una de las vertientes de la primera, mejor conocida como 
Iusnaturalismo Moderno, creada por el filósofo del Derecho Ronald Dworkin, la 
cual ataca la concepción del Derecho en virtud de la cual este está constituido 
exclusivamente por reglas o normas (Iuspositivismo), ya que según él, 
desnaturaliza su función, por lo cual al intentar definir el Derecho, “la idea central 
de Dworkin es que, además de las reglas, entendidas como pautas relativamente 
específicas de conducta, el derecho está formado por otro tipo de pautas a las que 
denomina “principios”15.” 
 
En correspondencia con el planteamiento de Dworkin, las reglas y principios no 
son elementos de aplicación absoluta e inamovibles, si no que según el caso son 
aquellos que los operadores jurídicos deben tener en cuenta para resolver las 
situaciones. 
 
“… Para Dworkin interpretar significa mostrar al elemento interpretado 
como lo mejor que puede ser, de esta manera, interpretar una novela 
es mostrarla como la mejor novela que podría llegar a ser (sin dejar de 
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ser la misma novela). Para lograr esto la interpretación debe adecuarse 
al elemento interpretado y al mismo tiempo debe justificarlo, esto es 
debe mostrarlo en su mejor perspectiva. Los jueces, en consecuencia, 
deben mostrar que la interpretación que proponen se ajusta mejor a los 
hechos relevantes de la práctica jurídica y que, al mismo tiempo, 
constituye la mejor justificación de esos hechos. Los jueces cuando 
argumentan a favor de cierta proposición de derecho (un enunciado en 
el que se explicita el contenido del derecho) deben mostrar que la 
interpretación de la práctica jurídica en la que buscan fundamento, o 
del segmento relevante para la cuestión analizada, es preferible a 
cualquier otra. Para lograr esto se requiere una teoría normativa que 
permita juzgar cuándo una interpretación resulta ser la mejor 
justificación de la práctica jurídica…”16 
 
 
Para el desarrollo de este trabajo se considera fundamental esta teoría, toda vez 
que se comparte la idea de que en la aplicación del Derecho deben primar los 
Principios, los cuales permiten darle cumplimiento a la función armonizadora de 
las relaciones entre las personas, articulando las normas con las situaciones 
particulares, y sirviendo de medio para impartir Justicia; ya que cuando estos se 
aplican se evita la prevalencia del contenido formal y la aplicación exegética de la 
ley, al tiempo que, permiten aplicar el fin que el legislador quiso buscar al crear la 
norma, o en el caso de los contratos, la intensión de las partes. 
 
Específicamente en el Contrato de Seguro, analizar la preponderancia de los 
principios en esta clase de contratos, dentro del ordenamiento Jurídico 
Colombiano, permitirá resolver el objetivo general de esta investigación. 
 
 
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
16 BONORIO, Pablo Raúl, & PEÑA, Jairo Iván. Filosofía del derecho. Bogotá: Escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla, 2006. p. 56. 
http://www.ramajudicial.gov.co/csj/downloads/UserFiles/File/ALTAS%20CORTES/CONSEJO%20S
UPERIOR/ARCHIVOS%20CONTENIDO/Filosofia%20del%20Derecho%20EJ.pdf 
	  
32	  
	  
4.3 MARCO JURÍDICO 
 
• Constitución Política de Colombia: Como pilar del tema de investigación, 
esta consagra en su artículo 333 que “El Estado, por mandato de la ley, 
impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o 
controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición 
dominante en el mercado nacional.” 
 
• Decreto 410 de 1971 (Código de Comercio): En su Título V, este decreto 
establece el actual marco legal del Contrato de Seguro. 
 
• Ley 45 de 1990: Como parte de lo que se denominó la apertura económica en 
el gobierno del Presidente Cesar Gaviria, está ley modificó radicalmente las 
condiciones de comercialización y mercado, de la actividad aseguradora. 
 
• Ley 389 de 1997: Esta ley realizó uno de los cambios más relevantes que ha 
tenido el contrato de Seguro en Colombia, al modificar en el Código de 
Comercio la característica de SOLEMNE del Contrato de Seguro, a 
CONSENSUAL. 
 
• Ley 1328 de 2009: Como mecanismo de protección al consumidor financiero, 
esta ley incorpora la prohibición de utilización de cláusulas abusivas en 
contratos. 
 
• Sentencia C-388/08 Corte Constitucional: En esta sentencia se define sobre 
la fecha de ocurrencia del siniestro para la víctima y el asegurado en los 
seguros de responsabilidad civil.  
 
• Sentencia Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil, del 23 de 
marzo de 2004. Expediente Núm. 14576: La Corte Suprema dejó claro que 
en los seguros de vida no procede la subrogación de quien asume las 
obligaciones del asegurado pretendiendo con ello constituirse en beneficiario 
del seguro.  
 
• Sentencia Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil, del 29 de 
noviembre de 2006. Expediente Núm. 05001-31-03-017-1999-01199-01: Se 
reafirma la prescripción de la reticencia en los contratos de seguro.  
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• Sentencia C-432/10 Corte Constitucional: Establece que los servicios 
funerarios no hacen parte de la actividad aseguradora. 
 
• Sentencia C-354/09 Corte Constitucional: Deja en claro que solo pueden ser 
intermediarios los corredores de seguros, las agencias de seguros y los 
agentes de seguros, lo cual no vulnera el principio de igualdad ni la libre 
asociación. 
 
• Sentencia C-232/97 Corte Constitucional: Explica la razón de ser del 
régimen rescisorio del contrato de seguro. 
 
• Sentencia T-158/10 Corte Constitucional: Explica como la mora por parte del 
contratante, afecta de manera diferente a los planes adicionales de salud, 
específicamente al contrato de medicina prepagada y al contrato de seguro de 
salud. 
 
• Sentencia Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil, del 18 
FEBRERO 19 DE 2003. Expediente Núm. 6571: Ratifica la prohibición a las 
compañías de limitar los medios probatorios en los contratos de seguro, 
considerándolo como una cláusula abusiva. 
 
• Sentencia TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
D.C. rad 2005 338 01: Deja en claro la diferencia entre las garantías y las 
exclusiones, y establece que esta últimas solo pueden aplicarse si hay relación 
de causalidad entre la misma y el siniestro, y no de manera sistemática. 
 
 
4.4 MARCO CONCEPTUAL  
 
 
4.4.1 Características del Contrato de Seguro  
Según el artículo 1036 del Código de Comercio, el seguro es un contrato 
consensual, bilateral, oneroso, aleatorio y de ejecución sucesiva17.  
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
17 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Decreto 410 (27, marzo, 1971). Por el cual se 
expide el Código de Comercio. Diario Oficial. Bogotá, D.C., 1971 Nº 33.339. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/codigo_comercio_pr032.html  
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También podemos decir, aunque no lo expresa la norma, que es un contrato de 
estricta buena fe18.  
 
4.4.1.1 Consensual. En Colombia hasta el año 1.997, una de las características 
del contrato de seguro era la solemnidad, la cual hacía que este contrato solo se 
perfeccionara con el documento que expedía el asegurador denominado póliza; 
pero con la entrada en vigencia de la Ley 389 de 1.997, se modificó el estatuto 
mercantil en este sentido, reemplazando la característica de solemne por el de 
Consensual. 
Según el artículo 1.500 del C.C. un contrato consensual se perfecciona con el solo 
consentimiento de las partes. 
 
Para el contrato de seguro en Colombia, esto significó una gran evolución en la 
materia, pues con ello se le dio mayor valor a otras de las características de estos 
contratos tales como la autonomía de la voluntad de las partes, la buena fe, entre 
otras, dándole además de alguna manera garantías a los consumidores, toda vez 
que anteriormente entre el momento en el que se celebraba el contrato de seguro 
y se perfeccionaba con la emisión de la póliza por parte del asegurador, los 
riesgos asegurados quedaban en entredicho; en cambio con la consensualidad,  
basta con que el tomador y el asegurador se pongan de acuerdo en los elementos 
esenciales del contrato de seguro (interés asegurable, riesgo asegurable, prima, 
obligación condicional del asegurador) para que este nazca a la vida jurídica. 
 
4.4.1.2 Bilateral. El contrato de seguro es generador de obligaciones recíprocas,  
estableciendo una relación de interdependencia entre las obligaciones de las 
partes, en este caso el tomador y el asegurador, por lo que al desaparecer una de 
ellas se extinguen las obligaciones para la otra. 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
18 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 40	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El código civil define en su artículo 1496 que un contrato es bilateral “cuando las 
partes contratantes se obligan recíprocamente”. Por su parte en el artículo 870 del 
Código de Comercio se encuentra que: “En los contratos bilaterales, en caso de 
mora de una de las partes, podrá la otra pedir su resolución o terminación, con 
indemnización de perjuicios compensatorios, o hacer efectiva la obligación, con 
indemnización de los perjuicios moratorios”. Dado lo anterior, es claro que por ser 
de beneficio reciproco las partes del contrato están obligadas a responder por los 
perjuicios que pudieran derivarse del contrato. 
 
4.4.1.3 Oneroso. El Código de Civil en su artículo 1497 establece que un contrato 
es oneroso “cuando tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose 
cada uno a beneficio del otro”.  
Con respecto de los contratos de seguro, estos son onerosos porque el tomador 
de un seguro  paga una prima o precio a cambio de que el asegurador asuma por 
él determinados riesgos, generándole una indemnización en caso de siniestro.  
 
Al respecto, es evidente que tal característica de oneroso no tiene la misma 
aplicabilidad en este contrato como si ocurre en la mayoría de los demás contratos 
conmutativos, ya que siendo oneroso, la prestación para el asegurador depende 
de la ocurrencia de un siniestro amparado. 
 
4.4.1.4 Aleatorio. El artículo 1498 define que “el contrato oneroso es conmutativo, 
cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como 
equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez; y si el equivalente 
consiste en una contingencia incierta de ganancia o pérdida, se llama aleatorio.” 
 
Dado que por disposición legal el contrato de seguro es aleatorio, las prestaciones 
de las partes pueden consistir en ganancias o en pérdidas, debido a que la 
ocurrencia o no del siniestro es la que determina estos resultados, es decir, si hay 
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siniestro es el asegurado quien resulta favorecido, pero si no lo hay es el 
asegurador quien se favorece.  
 
Zuleta, califica como impropio el tratamiento que el código le da al contrato de 
seguro, como si se tratara de juego o apuesta, en beneficio de una parte 
ganadora. Según él: 
 
“Lo que es aleatorio en el seguro es la condición de la cual pende la 
obligación del asegurador. El contrato celebrado entre una empresa 
debidamente organizada para asumir riesgos y una persona expuesta a 
pérdidas o daños no tiene como finalidad enriquecer a una de las partes con 
mengua del patrimonio de la otra. De parte del asegurador existe un 
mecanismo técnico de reservas y reaseguro que lo coloca en posibilidad de 
indemnizar daños cubiertos por el seguro o pagar las sumas estipuladas en 
los seguros sobre la vida de las personas, sin disminuir su capital y, además, 
de realizar una utilidad previsible. Para el asegurado, el contrato es 
meramente indemnizatorio, o sea que tiene como finalidad dejar su patrimonio 
en el estado en que se encontraba antes del siniestro, ya se trate de seguros 
que amparen los bienes patrimoniales tangibles (activos), el lucro cesante 
(ingresos previstos) o los perjuicios patrimoniales nacidos de una 
responsabilidad civil (pasivos contingentes). Solamente algunos seguros de 
vida dejan de tener el contrato ese carácter estrictamente indemnizatorio, 
porque la vida de un hombre no tiene precio”19. 
 
4.4.1.5 De ejecución sucesiva. Los contratos de seguro no se realizan de una 
vez al celebrarse, ya que como se revisará más adelante, uno de sus elementos 
esenciales es el riesgo asegurado el cual debe ser incierto, lo cual genera que el 
contrato tenga ejecución continuada durante toda su vigencia. El asegurador 
durante el tiempo de vigencia del contrato mantiene vigente el amparo y está a la 
expectativa de que se cumpla la contingencia que lo obliga a indemnizar. Por su 
parte, el tomador además de pagar la prima, debe cumplir con otras obligaciones 
contenidas en la ley y en el contrato mismo, principalmente  las de mantener el 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
19 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 48 – 49. 
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estado del riesgo, cumplir con las garantías que otorgue, dar aviso sobre cambios 
en el riesgo, entre otras.   
 
Según Bustamante, ”Esta ejecución sucesiva incluye las renovaciones oportunas 
del contrato, de manera que hay continuidad en él mientras permanece vigente. 
Hay, por lo tanto, unidad del contrato durante toda su duración, incluyendo sus 
renovaciones oportunas, de manera que no haya solución de continuidad”.20 
 
 
4.4.2 Partes en el Contrato de Seguro 
El Código de Comercio define en su artículo 1037, las partes del Contrato de 
Seguro. 
 
4.4.2.1 El Asegurador o sea la persona jurídica que asume los riesgos, 
debidamente autorizada para ello con arreglo a las leyes y reglamentos, y  
 
4.4.2.2 El Tomador o sea la persona que, obrando por cuenta propia o ajena, 
traslada los riesgos. 
 
 
4.4.3 Elementos esenciales del Contrato de Seguro 
 
4.4.3.1 Interés Asegurable. 
 
En los seguros de daños. Según el art. 1083 del C.Co., el interés asegurable en 
los seguros de daños, lo tiene toda persona cuyo patrimonio pueda resultar 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
20 BUSTAMANTE, Jaime & URIBE, Inés. Principios Jurídicos del Derecho. Bogotá: Editorial Temis, 
1996. p. 17. 
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afectado directa o indirectamente por la realización de un riesgo, siempre que ese 
interés sea lícito y susceptible de estimación en dinero. 
 
Esto significa que sobre un bien pueden tener interés asegurable el propietario, el 
poseedor legal, el acreedor prendario o hipotecario,  el administrador de bienes 
ajenos como el albacea, el secuestre, o la persona que es parte en un contrato del 
cual pueda derivarse responsabilidad como el arrendatario. 
 
Así mismo según lo dispuesto en el artículo 1086 del C. Co., el interés asegurable 
debe existir en todo momento, desde la fecha en la que el asegurador asuma el 
riesgo. Su desaparición lleva consigo la cesación o extinción del seguro, sin 
perjuicio del derecho que tiene el asegurador a devengar la prima en la parte 
proporcional al tiempo corrido del riesgo, así mismo como el asegurado a solicitar 
la devolución de prima en la parte proporcional al tiempo no corrido del riesgo. 
 
Sobre el mismo bien pueden concurrir distintos intereses asegurables, según art. 
1084 del C. Co.: el acreedor hipotecario, por ejemplo, puede concurrir con el 
propietario, el primero hasta concurrencia del monto de su crédito activo y el 
segundo por el resto del valor real del bien hipotecado. El usufructuario puede 
concurrir con el nudo propietario; los condueños o coparticipes pueden concurrir 
hasta por el monto de sus respectivos derechos. Pero la indemnización, en caso 
de producirse el evento incierto contemplado como riesgo, no puede exceder del 
valor total del bien asegurado en el momento del siniestro, ni del monto efectivo 
del perjuicio patrimonial sufrido por cada asegurado o beneficiario, según los 
artículos 1084 y 1089 del C. Co. 
 
En los seguros de responsabilidad civil. Tiene interés asegurable el asegurado 
que pueda causar perjuicios patrimoniales y/o extrapatrimoniales con motivo de 
las responsabilidades, sean contractuales o extracontractuales en que incurra de 
acuerdo con la ley. 
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En los seguros de personas. En este tipo de seguros según artículo 1137 del 
C.Co. el interés asegurable existe en cabeza del propio asegurado, en la de las 
personas a quienes legalmente pueda reclamar alimentos y en la de aquellas cuya 
muerte o incapacidad pueden aparejarle un perjuicio económico, aunque éste no 
sea susceptible de una evaluación cierta. 
 
 
Cuando una persona asegura la vida de otra pueden presentarse por dos 
situaciones, las cuales son: 
 
• En los seguros individuales, si el asegurado ha manifestado por escrito su 
consentimiento, indicando el valor del seguro y el nombre del beneficiario, 
legitimando así el interés de quien toma o contrata el seguro. 
 
• En los seguros colectivos o de grupo no se requiere el consentimiento escrito 
del asegurado siempre y cuando el tomador del seguro tenga interés 
asegurable, pero que si sea susceptible de una evaluación cierta, como por 
ejemplo, cuando el acreedor asegura la vida de sus deudores hasta saldo 
insoluto de su crédito. 
 
Según Zuleta, “en este punto el art. 1137 del C. Co. no es explícito y su redacción 
parece confusa. Sin embargo, es claro que el consentimiento del asegurado solo 
se exige para los seguros individuales, lo cual significa, a contrario sensu, que en 
seguros colectivos o de grupo no se requiere dicho consentimiento, siempre que 
exista interés asegurable en cuanto a la muerte o incapacidad del asegurado 
puedan aparejar un prejuicio económico al tomador que es simultáneamente 
beneficiario.”21 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
21 ZULETA TORRES, Bernardo. El contrato de seguro. Bogotá: Editorial Temis, 1981. p. 21 
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4.4.3.2 Riesgo Asegurable. Este es definido en el art. 1054 del  C. Co. como “el 
suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del 
asegurado o del beneficiario, y cuya realización da origen a la obligación del 
asegurador. Los hechos ciertos, salvo la muerte, y los físicamente imposibles, no 
constituyen riesgos y son, por lo tanto, extraños al contrato de seguro.” 
Que el suceso deba ser incierto quiere decir que exista la contingencia de que 
ocurra o no. Se excluye de esta regla, la muerte para el caso de los seguros de 
vida, ya que si bien es un hecho que ciertamente ha de ocurrir, la contingencia 
está en saber cuándo sucederá. También se excluyen los hechos físicamente 
imposibles, ya que como nunca habría lugar a siniestro, el asegurador carecería 
de obligación, lo que haría incumplible otro de los otros elementos esenciales del 
contrato de seguro conocido como la obligación condicional del asegurador. 
Que el suceso no dependa exclusivamente de la voluntad del tomador, del 
asegurado o del beneficiario. De acuerdo a lo expresado por  Bustamante:  
“Aquí se le da mayor amplitud al concepto de riesgo, frente a la definición 
que de él daba el in. 2º del art. 635 del antiguo Código, al decir: “Se 
entiende por riesgo la eventualidad de todo caso fortuito que puede 
causar la pérdida o deterioro de los objetos asegurados”. La noción de 
caso fortuito establecida en el art. 64 del C. C. (subrogado por el art. 1º 
de la ley 95 de 1968), limitaba la concepción del riesgo asegurable, 
especialmente cuando se trata de seguros de responsabilidad, por lo cual 
fue necesario que la doctrina y la jurisprudencia, basadas en conceptos 
de interés social y en la evolución misma de la doctrina de la 
responsabilidad, suplieran, en muchos casos, la rigidez del texto legal. La 
norma vigente que no liga el suceso incierto a la noción de caso fortuito, 
sino que estatuye que no dependa exclusivamente de la voluntad del 
tomador, asegurado, o beneficiario, acoge criterios más amplios y da 
cabida a que el riesgo asegurable incluya, además de los hechos 
puramente fortuitos, los hechos culposos (con las limitaciones del art. 
1055), en los cuales, en menor o mayor grado, interviene la voluntad del 
tomador, asegurado o beneficiario, pero no dependen exclusivamente de 
ella. Se permiten así, con claridad, los seguros de responsabilidad civil 
contractual o extracontractual por hechos ajenos que afectan civilmente la 
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responsabilidad del asegurado y, también, por hechos personales del 
asegurado mismo, con las limitaciones legales establecidas.” 22 
 
Al establecerse que el riesgo asegurable no pueda depender exclusivamente de la 
voluntad de la parte asegurada, de alguna manera se deja abierta la posibilidad a 
que dependa de esta pero sólo en parte,  y es por ello que el artículo 1055 del C. 
Co., dispuso que “son inasegurables el dolo, la culpa grave, los actos meramente 
potestativos del tomador, asegurado o beneficiario, y las sanciones de carácter 
penal o policivo que se impongan al asegurado.”  
 
El artículo 53 de código civil, le da la connotación a la culpa grave de dolo en 
materia civil. Se excluyen como riesgo asegurable el dolo y la culpa grave, porque 
el suceso dejaría de ser incierto, ya que de probarse uno de estos, quiere decir 
que el suceso depende exclusivamente de la voluntad de la parte asegurada; ya 
sea por la evidente mala fe o negligencia, respectivamente. 
En cuanto a los actos meramente potestativos, se excluyen en razón a la misma 
ocurrencia voluntaria del siniestro. Con respecto a esto dice Efrén Ossa:  
 
“Es esta una salvedad innecesaria stricto sensu. Pero conviene consagrarla 
expresamente, aunque sea por mero escrúpulo, por mera previsión. Es 
elemental que no pueda haber riesgo allí donde  la sola voluntad del 
asegurado pudiera originar la ocurrencia del suceso previsto como motivo del 
seguro. Por eso se dicen “meramente” potestativos estos actos. Porque no 
encuentran un dique material, ni un freno legal, ni una cortapisa de carácter 
moral. Son el fruto de la libertad física o psicológica, que puede orientarse en 
un sentido o en otro, a menos que la moral o el derecho se interpongan a su 
paso”23 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
22 BUSTAMANTE, Jaime & URIBE, Inés. Principios Jurídicos del Derecho. Bogotá: Editorial Temis, 
1996. p. 73 – 75.	  
23 OSSA, Efrén. Tratado elemental de seguros. Bogotá: Lerner, 1963 
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Tampoco es viable amparar las sanciones de carácter penal o policivo, porque son 
consecuencia de la comisión de hechos delictuosos o de infracciones a la ley. 
El mismo artículo dice al final que “tampoco constituye riesgo la incertidumbre 
subjetiva respecto de determinado hecho que haya tenido o no cumplimiento”. Al 
respecto dice Bustamante:  
“Hay que considerar de manera especial el art. 1706 que establece la validez 
del riesgo putativo para los seguros marítimos, y también para los seguros de 
transporte, conforme al art. 1126, en concordancia con el 1703. El riesgo 
putativo es aquel “que solo existe en la conciencia del tomador o del 
asegurado y del asegurador, bien sea porque ya haya ocurrido el siniestro o 
bien porque ya se haya registrado el feliz arribo de la nave en el momento de 
celebrarse el contrato”, constituye una incertidumbre subjetiva frente a un 
posible hecho real, pero las características especiales, con amplios 
fundamentos en la tradición de los seguros marítimos y de transportes, unidas 
a la ubérrima bona fide que es esencial a este convenio, justifican con 
amplitud la excepción que consagra esta norma.”24 
 
4.4.3.3 Prima o Precio del Seguro. La prima es la principal contraprestación que 
brinda el tomador del seguro al asegurador, ya que esta obligación de pago debe 
guardar, junto con la prestación del asegurador, el equilibrio que corresponde a los 
contratos bilaterales y onerosos. 
 
Popularmente se conoce a la prima como el precio del seguro, pero en realidad el 
precio del seguro es la denominada prima pura, que es la contribución que en 
teoría el asegurador debe cobrar a todos sus asegurados para formar un fondo 
común solidario, es decir, la prima comercial se compone de una prima pura 
recargada de unos costos operativos, con los cuales se pagan las comisiones de 
los intermediarios, los gastos administrativos y un margen razonable de utilidad.   
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
24	  24 BUSTAMANTE, Jaime & URIBE, Inés. Principios Jurídicos del Derecho. Bogotá: Editorial 
Temis, 1996. p. 75.	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El art. 1066 consagra que “El tomador del seguro está obligado al pago de la 
prima. Salvo disposición legal o contractual en contrario, deberá hacerlo a más 
tardar dentro del mes siguiente, contado a partir de la fecha de entrega de la 
póliza o, si fuere le caso, de los certificados o anexos que se expidan como 
fundamento en ella”. 
 
De acuerdo con Bustamante este artículo puede aclararse en los siguientes 
puntos: 
 
“Esta obligación del tomador, que puede ser cumplida por el asegurado o el 
beneficiario, no solo es una clara obligación civil, sino que la prima o precio es 
un elemento esencial del contrato. Debemos considerar, sin embargo, que para 
que le contrato exista, debe tener necesariamente la consideración de la prima, 
aunque no es necesario que se haya pagado en determinado momento, pero sí 
que constituya una obligación de la parte asegurada, plenamente exigible por el 
asegurador. 
 
En los convenios sobre los pagos de las primas, se pueden establecer plazos y 
pagos por cuotas, pero los plazos no deben exceder el de vigencia del contrato, 
porque no es lógico que se estipule que uno de sus elementos esenciales 
tenga una vigencia convenida mayor que la del contrato mismo de que hace 
parte. Se pude igualmente llegar a acuerdos que acepten en relación con el 
pago de las primas, la entrega de letras, cheques, pagarés y en general títulos 
valores con contenido crediticio, ya como simple garantía de pago o, también, 
como el pago de la misma prima, o sea, como cumplimiento de esta obligación 
del tomador. Naturalmente –y es conveniente que así se diga con claridad en 
las cláusulas del contrato- en este último caso estará “implícita la condición 
resolutoria del pago, en caso de que el instrumento sea rechazado o no sea 
descargado de cualquier manera”. La condición es resolutoria del pago, es 
decir que su cumplimiento determina que en ningún momento existió el pago. 
Entonces se procederá como dispone el art. 882 del C. Co. 
 
De manera general, uno de los factores que se tiene en cuenta para el cálculo 
de las tarifas, y por tanto de las primas consecuentes, es lo que ellas le 
producen al asegurador, desde su pago hasta la terminación de la vigencia del 
contrato. En realidad se calculan para ser pagadas a la iniciación del amparo. 
Esta es, además, la razón de la existencia de las reservas técnicas. Quiere 
decir lo anterior, que si se convienen plazos, cuotas u otros sistemas que 
delaten el pago dela prima, es necesario que se estipulen intereses como 
corresponder a todo contrato comercial. Se puede pensar también que si los 
intereses no se convienen de manera expresa, como se trata de un negocio 
mercantil, y la prima, que es pagadera de contado debe producir réditos 
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durante la vigencia del contrato para completarse ella misma, el interés 
cobrable sería el bancario corriente y el moratorio el doble, conforme al art. 
884.” 25 
 
4.4.3.4 Obligación Condicional del Asegurador. El último de los elementos 
esenciales, la obligación condicional del asegurador, es tal vez el que le da la 
connotación de seguro a este contrato, pues es la incertidumbre en la realización 
del riesgo asegurado, la que los tomadores trasladan al asegurador. Este 
elemento condiciona la obligación del asegurador a que se produzca o no el hecho 
o suceso que da base a la indemnización, mejor conocido como siniestro, que 
según el artículo 1072 de C.Co. “se denomina siniestro la realización del riesgo 
asegurado”. 
 
Dado que cómo se expresó anteriormente el riesgo asegurable debe ser un 
suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del 
asegurado o del beneficiario, y cuya realización da origen a la obligación del 
asegurador; se dice que es una obligación condicional, porque depende de un 
“acontecimiento futuro, que puede suceder o no” (C.C. Art. 1530). 
 
 
 
4.5 ESTADO DEL ARTE 
 
En la revisión de trabajos de grado hecha para el desarrollo de esta investigación, 
se ha encontrado que entre los disponibles en la biblioteca de la Facultad de 
Derecho de la Universidad Libre Seccional Pereira, no existe alguna que aborde 
directamente el tema en cuestión para la elaboración de este trabajo. Los textos 
que a continuación se mencionan son los que se consideran puedan tener alguna 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
25 BUSTAMANTE, Jaime & URIBE, Inés. Principios Jurídicos del Derecho. Bogotá: Editorial Temis, 
1996. p. 79 – 80. 
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relación con el desarrollo de los elementos conceptuales y esenciales del contrato 
de seguro. 
 
En el año 1983, la estudiante Myriam Alina Ormaza A., desarrolló el trabajo de 
grado “El Contrato de Seguro y sus efectos jurídicos”, en el cual se planteó 
como objetivo, estudiar y analizar el contrato de seguro como entidad jurídica, sus 
características y elementos esenciales, haciendo énfasis en lo que a su juicio 
consideró, la Corte Suprema de Justicia confundió el Riesgo y el Interés 
Asegurable. Concluyó que en ese entonces la legislación se había tornado 
inoperante, insuficiente y adolecía de numerosos vacíos con respecto a la 
prescripción, a las acciones y a la figura de la subrogación. 
 
En el año 2005, las estudiantes Luz Amparo Franco Delgado y Ana Milena Pinilla 
Velásquez, desarrollaron el trabajo de grado “El Contrato de Seguro, un 
producto de la cultura”, en la cual se platearon describir el Contrato de Seguro 
para poder dimensionar su importancia, evaluar su eficacia, legalidad y los entes 
encargados de su regulación y comercialización. Concluyeron que las Compañías 
de Seguros tenían excesiva libertad en la materialización de los contratos de 
adhesión, ya que ofrecían sus pólizas a los particulares interesados y estos al no 
tener conocimiento de que existe un marco de referencia general para reclamar 
sus derechos, tan sólo se limitan a aceptar o rechazar los dicho por su 
asegurador; proponiendo promover y fortalecer la educación en el tema, en la 
Facultad de Derecho de la Universidad Libre Seccional Pereira. 
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5. DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
 
5.1 TIPO DE ESTUDIO 
 
 
El presente trabajo de grado se caracteriza por su tipo de investigación de orden 
estrictamente jurídico, toda vez que se analizarán solo las fuentes formales del 
derecho. 
 
5.1.1 Enfoque de investigación 
 
Corresponderá al tipo histórico hermenéutico, pues en tratándose de una 
Investigación de orden jurídico, este método permite interpretar el marco legal en 
torno a este contrato, y la intención que tuvo el legislador a la hora de crear las 
normas que lo regulan; a la vez que permite sobre la Jurisprudencia del Contrato 
de Seguro, identificar la posición que ha asumido históricamente el operador 
jurídico a la hora de dirimir los conflictos entre asegurador y asegurado. 
 
 
5.2 MÉTODO DE INVESTIGACIÓN  
 
 
Al ser esta una investigación eminentemente jurídica, se utilizará el método 
Analítico legal y jurisprudencial, por ser estas las dos principales fuentes formales 
del derecho. 
 
 
 
 
 
47	  
	  
5.3 INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN  
 
• Revisión de las normas que tienen por objeto la regulación del contrato de 
seguro, a partir de la ley 45 de 1990 hasta la fecha. 
 
• Revisión de la Jurisprudencia que tiene por objeto la regulación del contrato de 
seguro, a partir de la entrada en vigencia de la ley 45 de 1990 hasta la fecha. 
 
 
5.4 TÉCNICAS DE ANÁLISIS DE INFORMACIÓN 
 
• La legislación se analizara estableciendo su categoría y su vigencia. 
 
• La jurisprudencia se analizara con la metodología expuesta por Dr. Diego 
Eduardo López Medina en su obra “El Derecho De Los Jueces” en los 
capítulos 5º y 6º; la cual consiste en primer lugar, en clasificar la jurisprudencia 
que se encuentre sobre la materia, en sentencias Importantes o Hito dada su 
función tal como fundadora de línea, consolidadora de línea, modificadora de 
línea, reconceptualizadora de línea, o dominante26 ; y en no importantes, por 
ser catalogadas como meramente confirmadoras, argumentativamente 
confusas o inconcluyentes, o en exceso abstractas27.  
 
 
 
 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
26 LOPEZ MEDINA, Diego Eduardo. El Derecho De Los Jueces. Bogotá: Editorial Legis 2006, 
2006. p. 163-165. 
 
27 LOPEZ MEDINA, Diego Eduardo. El Derecho De Los Jueces. Bogotá: Editorial Legis 2006, 
2006. p. 166-167. 
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• En segundo lugar, de las sentencias resultantes del paso anterior, se debe 
identificar la sentencia más reciente posible, y que sus hechos más relevantes 
tengan relación con el tema a investigar; siendo esta la sentencia 
Arquimédica. Posteriormente de ésta se debe estudiar la estructura de citas o 
nichos, para subsiguientemente relacionar los puntos nodales de 
jurisprudencia. 
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6. RESULTADOS Y DISCUSIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 
 
6.1 ANÁLISIS DE LA NORMATIVIDAD Y LA JURISPRUDENCIA 
 
Después de realizar un análisis a la normatividad vigente existente en el área de 
seguros, y a la jurisprudencia relacionada con la misma, se encontró: 
 
6.1.1 La ocurrencia del siniestro puede acreditarse aun extrajudicialmente 
Con el artículo 83 de la Ley 45 de 1990, se introdujo en el ordenamiento jurídico, 
la posibilidad de que un asegurado, aun extrajudicialmente, acredite la ocurrencia 
del siniestro y pueda acceder al pago de la indemnización. No obstante, se han 
visto casos en donde las compañías, establecen en sus Condiciones Generales, la 
obligación de la existencia de una sentencia judicial debidamente ejecutoriada, 
para acceder al pago de una indemnización. Tal y como se puede ver en las 
siguientes cláusulas: 
 
 
• Generali Colombia Seguros Generales S.A. GSG 03 05 021100000.  
 
SEGURO DE AUTOMOVILES “FORMULA SICURA” AMPAROS Y 
EXCLUSIONES 
 
Pg. 3 ”PARAGRAFO: ESTE SEGURO AMPARA LOS PERJUICIOS MORALES 
DEL TERCERO DAMNIFICADO, SIEMPRE Y CUANDO ESTOS HAYAN SIDO 
TASADOS A TRAVES DE UNA SENTENCIA JUDICIAL DEBIDAMENTE 
EJECUTORIADA, EN DONDE SE HAYA DEFINIDO LA RESPONSABILIDAD 
DEL ASEGURADO Y ESTA SUJETO A UN VALOR MAXIMO A INDEMNIZAR 
POR EVENTO……”.28 (Negrita fuera de texto original). 
 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
28GENERALLI COLOMBIA SEGUROS GENERALES S.A. Condiciones Generales Seguro de 
Automóviles “Formula Sicura” Registro Condicionado GSC 03 05 021100000  
http://www.generali.com.co/archivos/documentos/ad_70_2.pdf  
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• Equidad Seguros O.C Póliza de seguro para automóviles particulares 
Autoplus. 
“ESTE SEGURO NO CUBRE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
EXTRACONTRACTUAL GENERADA POR: 
2.1.9. LOS PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES QUE NO HAYAN SIDO 
DECLARADOS Y TASADOS MEDIANTE SENTENCIA JUDICIAL 
EJECUTORIADA.”29 (Negrita fuera de texto original).  
 
 
• AIG Colombia S.A. - 10122012-1322-P-03-POLIZA AUTOS 
 
“1.1. RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
 
Parágrafo segundo: no obstante estar limitada la cobertura a perjuicios 
materiales, esta póliza otorga por evento una cobertura por daños morales de 
manera excepcional, hasta un límite máximo de 300 smmlv. La cobertura 
otorgada se sublimita a máximo 100 smmlv, por lesionado directo o fallecido en 
el evento cubierto, independiente del número de personas que reclame por 
cada uno de ellos. El pago a que haya lugar dentro de los límites indicados, se 
efectuará proporcionalmente de acuerdo con lo que resulte acreditado en el 
proceso que se adelante. Se aclara que esta cobertura, solo aplicará en caso 
de sentencia judicial debidamente ejecutoriada, en donde se condene al 
pago de perjuicios morales por muerte o lesiones personales”.30 (Negrita fuera 
de texto original). 
 
 
Debido a lo anterior la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado en el 
siguiente sentido: 
 
Corte Suprema de Justicia, sala de Casación Civil, de febrero 02 de 2003, 
Expediente No. 5670. 
 
“De ahí que la doctrina especializada haya calificado como abusiva -y de 
indiscutida inclusión en las llamadas “listas negras”, contentivas de las 
estipulaciones que, in radice, se estiman vejatorias-, aquella cláusula que 
“favorece excesiva o desproporcionalmente la posición contractual del 
predisponente y perjudica inequitativa y dañosamente la del adherente”, entre las 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
29EQUIDAD SEGUROS GENERALES. Clausulado  Póliza de Seguro para Automóviles 
Particulares Registro Clausulado15072011-1501-NT-P-03-0000000000000117 
http://ftp.laequidadarp.solucionesc2.com/datos/Seguros/Clausulados/Clausulado_Autoplus.pdf   
30 AIG SEGUROS COLOMBIA S.A. Póliza de Seguro de Automóviles. Registro Condicionado 
10122012-1322-P-03-POLIZAAUTOS 
http://www.aig.com.co/aigweb/internet/en/files/65.%20nuevo%20Clausulado%20Automovil%2026_
0_12_tcm595-420809.pdf.	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cuales se encuentra “La limitación indebida de los medios de prueba o los pactos 
que modifiquen la distribución de la carga de la prueba conforme al derecho 
aplicable”31 (Se subraya), restricción objetiva que en el caso sometido a 
escrutinio de la Sala, se “acordó” en la cláusula 13 de las condiciones generales 
del seguro de cumplimiento tomado por la sociedad demandada, al estipularse 
como única manera de probar el siniestro, la copia auténtica de la sentencia o 
del laudo arbitral ejecutoriado, que declare el incumplimiento del afianzado 
(fl. 149, cdno. 1), lo que significa, lisa y llanamente, que a través de esa aludida –
y cuestionada- cláusula, se modificó un precepto de carácter imperativo, en 
perjuicio del asegurado-beneficiario, lo cual tampoco resulta de recibo en el 
ordenamiento colombiano, no solo desde el punto de vista legal, como ha 
quedado expuesto, sino también desde una perspectiva constitucional, si se 
tiene en cuenta que es deber de toda persona no abusar de sus derechos 
(nral.1º inc. 2º art. 95 C. Pol.); que el Estado debe evitar o controlar “cualquier 
abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado 
nacional” (inc. 4º art. 333 ib.), e igualmente velar por los derechos de los 
consumidores (art. 78 ib.).” 
En síntesis, no se equivocó el Tribunal en la aplicación de las normas de 
derecho sustancial que definían esta puntual discusión, como quiera que, 
efectivamente, para la demostración del incumplimiento del contrato de 
suministro por parte de la sociedad “afianzada”, no podía exigirse –como se 
imponía en la cláusula 13 de las condiciones generales de contratación del 
seguro-, una prueba específica o tasada ex ante, particularmente la sentencia 
judicial ejecutoriada que así lo declarase, habida cuenta que la norma inmersa 
en el artículo 1080 del Código de Comercio, aún en la versión vigente para el 
momento de los hechos, también habilitaba la acreditación del derecho en forma 
extrajudicial, previsión ésta que no podía ser modificada, se reitera, sino en 
beneficio del asegurado o del beneficiario (art. 1162), razón por la cual un sector 
de la doctrina la ha catalogado como “semimperativa”, dada la posibilidad de 
modificarla únicamente en favor de los prenotados sujetos, lo que de plano 
excluye una alteración llamada a menoscabar sus intereses.”32 (Negrita fuera de 
texto original). 
 
Es claro entonces que la Corte Suprema De Justicia, ha prohibido la limitación de 
los medios de prueba en perjuicio de los asegurados, sin embargo existen en el 
mercado un gran número de contratos de seguro que limitan la carga probatoria 
en este sentido, por lo cual estas cláusulas deben de ser consideradas como 
abusivas y por tanto, entenderse como no escritas. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
 
32 SENTENCIA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Civil. Expediente Nº. 
5670. Bogotá D.C., Febrero 02 de 2001.  
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6.1.2 La prescripción de la reticencia en el contrato de seguro 
 
Es común en el momento en que una persona toma una póliza de seguro, que le 
omita cierta información al intermediario de seguros o la compañía (en el caso de 
los negocios directos), ya sea como en la mayoría de los casos porque 
simplemente lo olvido o no le pareció que fuera importante; o porque en realidad 
existe mala fe del contratante en búsqueda de una indemnización de un hecho 
preexistente; razón por la cual el código de comercio establece que:   
 “Art. 1058: El tomador está obligado a declarar sinceramente los hechos o 
circunstancias que determinan el estado del riesgo, según el cuestionario que 
le sea propuesto por el asegurador. La reticencia o la inexactitud sobre 
hechos o circunstancias que, conocidos por el asegurador, lo hubieren 
retraído de celebrar el contrato, o inducido a estipular condiciones más 
onerosas, producen la nulidad relativa del seguro.” (Negrita fuera del texto 
original). 
Lo anterior busca proteger a los aseguradores de contratos viciados de mala fe y 
de hechos que contraríen la esencia del contrato mismo, que como se dijo 
anteriormente se caracteriza por ser aleatorio y por imponer una obligación 
condicional al asegurador, y por tanto le da a la reticencia el carácter de nulidad 
relativa.  No obstante, en aras de la equidad y la justicia, la Ley prevé en el artículo 
1081 del C. Co. que “La prescripción de las acciones que se derivan del contrato 
de seguro o de las disposiciones que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria.”, 
siendo de dos y cinco años respectivamente; con el fin de castigar a cualquiera de 
las partes que teniendo un derecho no lo ejerce, por lo cual el solo transcurso del 
tiempo lo extingue o  purga la nulidad siempre que sea relativa.  
En el caso de las pólizas de seguros, no tiene sentido alguno que un contrato que 
se ha venido ejecutando de manera sucesiva año tras año, con el correspondiente 
pago periódico de la prima; el asegurador le objete al asegurado un siniestro, con 
fundamento en la nulidad relativa del contrato, por una reticencia que ocurrió años 
atrás aun cuando supere el tiempo de prescripción.   
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Tal es el caso del expediente No. 05001-31-03-017-1999-01199-01 de la Corte 
Suprema de Justicia, en el que un tomador y asegurado, al momento de tomar una 
póliza de seguro de vida con la compañía Seguros de Vida Suramericana S.A. 
ocultó que padecía de diabetes, y transcurridos 12 años cuando presentó una 
reclamación por un accidente automovilístico, esta le objetó el siniestro con 
fundamento en la reticencia que producía la nulidad relativa del contrato de 
seguro; por lo cual la honorable Corte no caso la sentencia proferida por el tribunal 
ratificando lo expuesto por el tribunal en el siguiente sentido: 
 
“No dudó el Tribunal que hubo la reticencia, a pesar de lo cual denegó las 
pretensiones de la demanda por el advenimiento de la prescripción. En 
efecto, el contraste de fechas llevó al ad quem a decidir que como la nulidad 
se demandó en 1999 y la reticencia tuvo lugar en 1987, hubo prescripción 
de la acción. “ 
La jurisprudencia ha dejado claro entonces que sí procede la prescripción sobre la 
reticencia en el contrato de seguro por ser esta una nulidad relativa según lo 
establecido en el código de comercio.  
 
6.1.3 Seguro de Responsabilidad Civil  
 
El seguro de Responsabilidad Civil es uno de los seguros más importantes, ya que 
a diferencia de los demás seguros generales, en donde es posible establecer 
desde un principio la máxima pérdida probable, en esta clase de seguro la cuantía 
de la pérdida es totalmente incierta, ya que depende de la calidad de la persona 
afectada, y por consiguiente en su grado de aflicción.  
Con la entrada en vigencia de la ley 45 de 1990, el artículo 1127 del código de 
comercio, fue modificado quedando de la siguiente manera: 
“El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de 
indemnizar los perjuicios patrimoniales que CAUSE el asegurado con motivo de 
determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como 
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propósito el resarcimiento de la víctima, la cual en tal virtud, se constituye en el 
beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le 
reconozcan al asegurado.” (Negrita fuera del texto original). 
Esta modificación se realizó con el argumento de que se pretendía proteger al 
tercero con la creación de la Acción Directa, de las víctimas hacia el Asegurador. 
Sin embargo a su vez fue cambiada la palabra SUFRA por CAUSE, lo cual 
terminó perjudicando tanto a los beneficiarios como a los asegurados en el seguro 
de Responsabilidad Civil, toda vez que anteriormente cuando un asegurado 
causaba perjuicios a terceros sin importar su calidad de patrimoniales o 
extrapatrimoniales, la obligación legal de resarcirlos se traducía en un perjuicio 
patrimonial que sufría el asegurado, por lo cual las compañías al asegurar dicho 
riesgo debían indemnizar la totalidad de los perjuicios sin distinción alguna; 
mientras que hoy en día con la modificación introducida, la obligación que les 
impone la ley a las Compañías de Seguros, es la de indemnizar los perjuicios 
patrimoniales que cause el asegurado, dejando de un lado los perjuicios 
extrapatrimoniales. 
 
Dado lo anterior los Jueces de la República y la doctrina, han dicho 
reiteradamente que para que haya cobertura a los perjuicios extrapatrimoniales, 
esta se debe pactar expresamente, como se puede  ver en la siguiente sentencia:  
 
Sentencia TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA 
MARTA, Rad. 2004.0022.01. 
 
“PÓLIZA DE RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL/ la cobertura no se 
extiende para los perjuicios morales y morales fisiológicos. 
Si bien es cierto la existencia de una póliza de responsabilidad civil contractual 
y extracontractual vigentes al momento del accidente con la aseguradora 
COLPATRIA, tal y como obra prueba de ello a folio 165 y 166 del libelo, no es 
menos cierto que en el particular nos encontramos frente a una responsabilidad 
derivada del contrato de transporte suscrito entre el señor Cristo Humberto 
Tellez Lazo y la demandada, por lo que asumiría la responsabilidad la predicha 
aseguradora por los riesgos que se hayan cubierto en la póliza. Claramente en 
esta solo se cobijan riesgos por muerte accidental, incapacidad temporal, 
incapacidad permanente, gastos médicos y gastos de defensa en cuantía de 60 
Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes por cada uno.  
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Es dable traer a colación el artículo 1127 del Código de Comercio, respecto al 
seguro de responsabilidad el que reza lo siguiente:  
 
“Art. 1127. Definición de seguro de responsabilidad. Modificado. Ley 45 de 
1990, Art. 84. El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la 
obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el 
asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de 
acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual 
en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio 
de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado.  
 
Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, al igual 
que la culpa grave, con la restricción indicada en el artículo 1055”. (Negrilla y 
subraya fuera del texto original).  
Así las cosas, el seguro de responsabilidad civil contractual se basa en el 
riesgo propio de una actividad peligrosa pero esto es solo respecto de los 
daños patrimoniales causados a las víctimas, y siendo los perjuicios morales 
del orden extrapatrimonial, quedan por fuera entonces de las obligaciones de la 
aseguradora.  
 
No es que se trate de un riesgo inasegurable, sino que para trasladar el mismo 
a la aseguradora, necesariamente, ha de tomarse un amparo adicional al 
seguro de responsabilidad civil que no se encuentra pactado en la póliza de 
seguro vigente al momento del siniestro.  
 
En relación a los daños no cubiertos en los seguros de responsabilidad civil, la 
doctrina se ha pronunciado de la siguiente manera:” si el mayor riesgo del 
asegurado está constituido por la responsabilidad contractual, lo mínimo que 
podría esperarse del asegurador y del intermediario es la advertencia al 
tomador sobre esta circunstancia, pues de nada le va a servir un seguro por un 
riesgo casi inexistente, cuando su creencia era la de que estaba asegurado por 
su riesgo principal. Adicionalmente, en este mismo tipo de seguros, los 
perjuicios morales en principio están excluidos de la cobertura, con la 
agravante de que la mayoría de las condenas contra el asegurado son por este 
concepto. ”3 (Subraya fuera del texto original) Estima la Sala entonces, que no 
hay lugar a trasladar a la compañía de seguros la responsabilidad impuesta a 
los demandados, habida consideración que el riesgo asegurado en la póliza de 
responsabilidad civil contractual no tiene cobertura hasta los perjuicios morales 
y morales fisiológicos tasados por el Juez de instancia, toda vez que no fueron 
pactados en la misma.” 
 
 
Como se puede colegir, si bien es cierto que la modificación al artículo 1127 
del código de comercio, introdujo un gran beneficio como lo es la acción 
directa, desmejoró enormemente la cobertura a que en principio acceden los 
consumidores de seguros, que sumada a su desconocimiento en el tema, 
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estos muchas veces adquieren coberturas limitadas en este sentido, creyendo 
que  están amparados contra todos los riesgos derivados de la 
responsabilidad civil. 
6.1.4 El seguro de Responsabilidad Civil en el ámbito del transporte público 
El Gobierno Nacional reglamentó la prestación del servicio público de transporte 
terrestre automotor en Colombia, con la expedición del Decreto 91 de 1998 el cual 
reglamento posteriormente y modificó parcialmente con los Decretos 
1554, 1556, 1557 y 1558 de 1998; y el 172 y 175 de 2001, en lo que respecta al 
trasporte terrestre de carga, trasporte especial y de turismo, trasporte terrestre de 
pasajeros por carretera, transporte terrestre colectivo metropolitano distrital y/o 
municipal de pasajeros, transporte terrestre automotor individual de pasajeros en 
vehículos taxi y transporte terrestre automotor mixto, respectivamente. Todos ellos 
con un común denominador, el cual fue imponerle a todas las Empresas 
dedicadas a las modalidades de trasporte antes mencionadas, la obligación de: 
 “tomar con una compañía de seguros autorizada para operar en Colombia, 
las pólizas de seguros de responsabilidad civil contractual y extracontractual 
que las amparen contra los riesgos inherentes a la actividad transportadora, 
así: 
1. Póliza de responsabilidad civil contractual que deberá cubrir al menos, los 
siguientes riesgos: 
a) Muerte; 
b) Incapacidad permanente; 
c) Incapacidad temporal; 
d) Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios. 
El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 smmlv, por 
persona. 
2. Póliza de responsabilidad civil extracontractual que deberá cubrir al menos, 
los siguientes riesgos: 
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a) Muerte o lesiones a una persona; 
b) Daños a bienes de terceros; 
c) Muerte o lesiones a dos o más personas. 
El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 smmlv, por 
persona.” 33 
Lo anterior supondría, que si cualquier trasportador en uso de su sana crítica y 
buena fe, tomara una póliza en las condiciones descritas; y ante el hipotético caso 
de presentarse un fallecimiento de pasajero a su cargo, éste contaría con una 
cobertura de 60 s.m.m.l.v., pero la realidad es que a pesar de que la ley exige la 
cobertura de “Muerte o lesiones a una persona”, el artículo 1056 del C. de Co, 
establece que “con las restricciones legales, el asegurador podrá, a su arbitrio, 
asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés o la cosa 
asegurados, el patrimonio o la persona del asegurado.”; razón por la cual el 
Asegurador está facultado para limitar el alcance de la cobertura y a su vez su 
responsabilidad, al pago por ejemplo de solo daño emergente, y por tanto si en la 
hipótesis planteada el pasajero es un menor de edad que no produce ingreso 
alguno y el daño emergente es asumido por el SOAT, y por ende sus familiares 
reclamaran solo perjuicios extrapatrimoniales; de nada serviría la cobertura porque 
no habría lugar a indemnización y el asegurado tendría que asumir el pago por su 
propia cuenta. 
Tal es el caso del expediente núm. 66001-3103-003-2006-00190-01 de la Corte 
Suprema de Justicia, en donde la empresa trasportadora FLOTA OCCIDENTAL 
S.A., ante el fallecimiento de unos de sus pasajeros por el volcamiento de uno de 
sus buses, realizó el llamamiento garantía a Seguros Colpatria S.A., pues con esta 
habían adquirido la cobertura obligatoria que la ley le impone y que busca amparar 
el riesgo denominado “Muerte o lesiones a una persona”, pero entre otras 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
33 COLOMBIA. MINISTERIO DE TRANSPORTE. Decreto 172 (05, febrero, 2001). Por el cual se 
reglamenta el Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en 
Vehículos Taxi. Diario Oficial. Bogotá D.C., 2001. Nº  44.318. 
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excepciones la compañía propuso la de “no cobertura del lucro cesante por cuenta 
de la póliza de responsabilidad civil contractual invocada como fundamento de la 
citación”; “las exclusiones de amparo expresamente previstas en las condiciones 
generales de la póliza de responsabilidad civil contractual invocada como 
fundamento de la citación”,  
El Juzgado de conocimiento finiquitó la primera instancia mediante sentencia en la 
que “…. exoneró a Seguros Colpatria S.A., por falta de cobertura, de cubrir suma 
alguna de lo que la contradictora les debe reconocer a los demandantes; declaró 
civilmente responsable a Flota Occidental S.A. por la muerte de Rafael Cheche 
Borocuara y Lucelly Cheche Sintua, y en consecuencia dispuso que pagara en la 
modalidad de perjuicios morales respecto de cada occiso la cantidad de 
$16´000.000 por accionante, además a favor de Aurora Cheche Sintua, y en 
calidad de lucro cesante $32´123.717, para distribuirlos en partes iguales entre 
María Libia Sintua Bailarín, Ana Marcela, Bertha Alicia y Dorilia Cheche Sintua, 
arrojando $8’030.929,20 individualmente”. El ad quem confirmó la sentencia de 
primera instancia, y la Corte Suprema de Justicia no casó, por lo cual la sociedad 
trasportadora debió asumir plenamente el pago de la condena. 
 
Lo anteriormente expuesto permite concluir que el Estado creó un seguro 
obligatorio para el trasporte público, so pretexto de garantizar unas coberturas 
mínimas para los usuarios, pero a su vez dejó al arbitrio de cada compañía de 
seguros definir el alcance de su cobertura, por lo cual no es posible garantizar el 
fin pretendido por la norma.  
 
6.1.5 Las exclusiones deben tener relación de causalidad con el siniestro, 
para que puedan oponerse en una objeción  
 
A menudo, las compañías de manera sistemática utilizan las exclusiones incluidas 
en los contratos de seguro para objetar las reclamaciones en caso de siniestro, 
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como si se tratasen de garantías del contrato, en donde a diferencia de estas 
últimas, la Jurisprudencia y la doctrina han reiterado que debe existir nexo causal 
entre el siniestro y las exclusiones.  
 
Lo anterior puede evidenciarse en el proceso con radicado 2005 338 01, del 
Tribunal Superior Del Distrito Judicial de Bogotá, en donde la compañía 
Aseguradora Solidaria de Colombia, objetó el pago de un siniestro de pérdida total 
por hurto de un vehículo, mientas este se encontraba estacionado en una vía 
pública, con fundamento en que el conductor que lo había llevado hasta allí no 
tenía licencia de conducción vigente y al ser esta falta una exclusión de la póliza, 
el evento no estaba amparado; situación por la cual el tribunal del distrito judicial 
de Bogotá se pronunció en el siguiente sentido: 
 
Sentencia TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
D.C. rad 2005 338 01 
 
“Frente a tal tesis hay que aclarar que uno de los principios doctrinales que 
rigen las exclusiones del contrato de seguro es que éstas, a diferencia de las 
garantías, deben mantener una relación de causalidad con la realización del 
riesgo asegurado. Así, v. gr., el asegurador no puede negarse responder si el 
siniestro ocurre mientras el asegurado se halla bajo el influjo de bebidas 
alcohólicas, aun cuando se hubiese pactado ese hecho como excluyente de 
responsabilidad, si las circunstancias que dieron origen al riesgo previsto en el 
contrato se encuentran exentas de toda relación causal con el siniestro. “¿Qué 
tendría que ver, por ejemplo, la embriaguez del asegurado con el incendio de 
su vehículo? ¿O, con el robo del mismo, la falta de licencia de conducción?”  
 
La Jurisprudencia ha dejado claro que la diferencia entre las garantías y las 
exclusiones, radica en que el cumplimiento de las garantías determina la vida o 
muerte del contrato de seguro, es decir, su no cumplimento conforme lo indica el 
artículo 1061 del C. de Co. aun cuando no haya relación de causalidad entre el 
siniestro y la garantía, hará anulable el contrato retroactivamente desde su 
incumplimiento, mientras que las exclusiones hacen referencia a hechos o 
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circunstancias no cubiertas estando el contrato vigente, pero siempre y cuando 
exista relación de causalidad entre el siniestro y la exclusión. 
 
6.1.6 Los tratamientos médicos iniciados durante la vigencia de la póliza, se 
deben continuar prestando aun cuando la misma no se encuentre vigente 
 
En los seguros de salud se presentan dos formas de estructurar el siniestro, la 
primera es cuando la ocurrencia de la enfermedad o afección amparada es súbita, 
accidental o evidente, como en el caso de presentarse un accidente 
cardiovascular, una fractura ósea, etc.; la segunda se presenta en el caso de las 
enfermedades de carácter evolutivo como los cánceres, insuficiencia renal, el 
SIDA etc. En la segunda, es donde se suelen presentar los problemas entre 
asegurador y asegurado, ya que se presta para confusiones a la hora de 
determinar la fecha de ocurrencia del siniestro.  
 
Tal es el caso de la sentencia T-959 del 2010, en donde a una asegurada durante 
la vigencia de la póliza, se le ordenó un intervención quirúrgica, pero para la fecha 
en la que le programaron dicha intervención ya no estaría vigente la póliza (por 
razones ajenas a la asegurada según se exponen en la providencia), por lo cual la 
compañía Alico Colombia Seguros de Vida S.A. objetó el siniestro negándose a la 
prestación del servicio.  
 
“En ese sentido, la compañía de seguro estaba en la obligación de autorizar de 
manera diligente el procedimiento quirúrgico por haberse ordenado en la 
vigencia de la póliza, sin atender a la fecha en la que estaba programado (19 
de abril de 2010) ya que el gasto médico estaba cubierto hasta el 14 de abril de 
2010.” 34  
 
 “Es decir, para la compañía de seguros era claro que al momento de 
ordenarse el gasto médico, la póliza que lo cubría estaba vigente, pero para 
librarse de su obligación y en claro aprovechamiento de su posición 
dominante se escudó en la fecha de realización del procedimiento quirúrgico 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
34COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-959/10 (26, noviembre, 2010) Bogotá: La 
Corte, 2010. 22 p.	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que nada tiene que ver con la fecha en la que se ordenó el mismo.” 35 (Negrita 
fuera del texto original). 
 
 
Según se puede observar, la Corte Constitucional ha reiterado que la fecha de 
estructuración del siniestro o la realización del riesgo, es la misma fecha de 
diagnóstico y no la de generación del gasto, por lo cual es un claro abuso de la 
posición dominante, sujetar la prestación de un servicio generado en la vigencia 
del contrato, a la continuidad o renovación del mismo. 
 
 
6.2 FACTORES RELACIONADOS CON LOS CONTRATOS DE SEGUROS 
 
6.2.1. La Intermediación de Seguros 
 
El artículo 2.30.1.1.2 del Decreto 2555 de 2010, establece que sólo están 
autorizadas para la intermediación de seguros las sociedades corredoras de 
seguros, las agencias colocadoras de seguros, y los agentes colocadores de 
pólizas de seguros. Para obrar como tales es requisito que quien representa una 
sociedad corredora de seguros o una agencia de seguros, al igual que la persona 
natural que quiera actuar como agente de seguros, acredite la correspondiente 
idoneidad en los términos previstos en el artículo 2.30.1.1.3 del mismo decreto, el 
cual reza: 
 
“Idoneidad. Son idóneos para actuar en la intermediación en calidad de 
director o administrador de una sociedad intermediaria de seguros o 
reaseguros o como agente, las personas que manejan sus negocios de 
acuerdo con las sanas prácticas comerciales, financieras y de seguros y 
posean conocimientos suficientes sobre la actividad de intermediación 
de seguros o reaseguros. Se presume el conocimiento suficiente de 
la actividad de intermediación por el hecho de haber desempeñado 
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  COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL.  Sentencia T-959/10 (26, noviembre, 2010) Bogotá: 
La Corte, 2010. 23 p.	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durante un plazo no inferior a dos (2) años funciones de dirección o 
administración en entidades del sector asegurador, o prestado 
asesorías durante el mismo término o desempeñado funciones en 
relación con la actividad propia de tales entidades.”36 (Negrita fuera 
del texto original). 
 
De lo anterior se puede colegir en principio, que la idoneidad corresponde a un 
acto de presunción del conocimiento, por el solo hecho de “haber desempeñado 
durante un plazo no inferior a dos (2) años funciones de dirección o administración 
en entidades del sector asegurador”.  
 
Al respecto, suponer que el simple desempeño de funciones de dirección o 
administración en forma genérica y no específica, es suficiente garantía de 
formación y conocimiento que respalde la idoneidad, se constituye en un craso 
error; pues la mayoría de tales cargos al interior de estas entidades, tales como de 
director administrativo, comercial, financiero, e incluso de gerente de una 
compañía de seguros, van generalmente encaminados a las labores meramente 
administrativas, propias del negocio financiero (contables, operativas, financieras, 
comerciales y de mercadeo, entre otras), que no necesariamente infieren 
conocimiento puntual y claro en materia del contrato de seguro y sus implicaciones 
legales; mientras que al interior de las Aseguradoras, si existen cargos con 
funciones directamente relacionadas con la actividad aseguradora y que por su 
desempeño cotidiano estructuran a través del tiempo un conocimiento que 
efectivamente justifica que en el término establecido en dicho artículo, permita la 
presunción de tal idoneidad; es el caso de las personas que se desempeñan como 
suscriptores, en calidad de Directores o Jefes de Seguros, en atención de 
siniestros como Jefes de Indemnizaciones o similares y quienes se desempeñan 
como abogados en los Departamentos Jurídicos de las compañías aseguradoras; 
otro tanto ocurre con personas vinculadas a firmas Corredoras de Seguros o 
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  COLOMBIA. PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA. Decreto 2555 (15, julio, 2010). Por el cual se 
recogen y reexpiden las normas en materia del sector financiero, asegurador y del mercado de 
valores y se dictan otras disposiciones. Bogotá, 2010. 
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Agencias de Seguros, por su dinámica participación en la promoción para la 
celebración de los contratos y su estructuración, así como el acompañamiento en 
la presentación de reclamaciones a las Aseguradoras. 
 
El Decreto 2605 de 1993 en el inciso segundo de su artículo 3º, el cual estuvo 
vigente hasta que fue derogado, por el Decreto 2555 de 2010, rezaba que: 
 
“En todo caso, los agentes de seguros podrán acreditar conocimientos 
suficientes con la certificación que emita la entidad que hubiere realizado 
su capacitación, de acuerdo con los programas adoptados para el efecto. 
Estos programas estarán a disposición de la Superintendencia Bancaria, la cual 
podrá ordenar las modificaciones que resulten necesarias con el fin de que los 
mismos cumplan adecuadamente con la función de capacitación de los 
agentes.”37 (Negrilla fuera del texto original). 
 
Sobre lo anterior se debe decir que hasta antes de entrada en vigencia, era la 
Superintendencia Bancaria (hoy Superintendencia Financiera) quien certificaba tal 
idoneidad, lo cual garantizaba en alguna medida una formación mínima en la 
materia, ajena a la formación comercial. Sin embargo a partir de allí esta función 
se le trasladó a las Compañías de Seguros, quienes luego de realizar un curso de 
capacitación en principios básicos y generales sobre la materia, otorgaban dicha 
certificación, lo que ponía en duda la idoneidad, ya que sus esfuerzos van 
encaminados a la formación para promoción de sus productos y servicios, por lo 
cual se pierde la objetividad, es decir, el Estado facultó para este fin a las 
aseguradoras, quienes son precisamente las más interesadas en que los 
intermediarios de seguros les promuevan sus productos.  
 
Ahora, el interrogante es si la solución era eliminar esta opción de acreditación por 
parte de las compañías de seguros o más bien era volver a la antigua forma de 
acreditación por parte del Estado a través de la Superintendencia Financiera, pues 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
37 COLOMBIA. MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PÚBLICO. Decreto 2605 (23, diciembre, 
1993). Por el cual se señala el régimen aplicable a los intermediarios de seguros y reaseguros y se 
fijan las condiciones para su supervisión. Diario Oficial. Bogotá D.C., 1993. Nº 41.151. 
64	  
	  
tal cual como quedó la definición de idoneidad, una persona simplemente se 
acredita con el paso del tiempo sin ningún criterio de evaluación. 
 
Posteriormente el artículo 5º de la Ley 389 de 1997, creó la posibilidad de que los 
intermediarios de seguros, usen la red bancaria para la promoción de seguros, 
mejor conocida como Bancaseguros. En la práctica, esta modalidad de 
intermediación es ejecutada por todos los funcionarios de los bancos que tienen 
contacto con los clientes, tales como cajeros, asesores comerciales, entre otros. 
 
En el giro normal de las actividades que desempeñan las sociedades corredoras 
de seguros, o las agencias de seguros, quienes ostentan la idoneidad son los 
gerentes de las mismas, o en el caso de los agentes independientes estos deben 
ser idóneos; lo cual sirve en alguna medida, de respaldo de las actuaciones de sus 
subalternos, quienes hacen parte de la estructura del negocio especializado en la 
intermediación de seguros.  
 
No obstante, y si bien es cierto la actividad bancaria y la aseguradora hacen parte 
del sector financiero, estas tienen funciones y estructuras administrativas muy 
diversas, por lo cual no se entiende, cuál es el argumento jurídico y técnico, para 
extenderle la idoneidad a los funcionarios de los bancos, quienes ejerciendo 
funciones de la actividad bancaria, aprovechan el contacto con los usuarios, para 
ofrecerles una amplia gama de seguros. ¿No será esta práctica, un simple 
préstamo a los bancos, de la autorización que las compañías les conceden a los 
intermediarios para promover sus productos? 
 
De esta forma se puede concluir que según lo dispuesto por la misma ley, para 
ejercer de manera profesional la intermediación de seguros, sólo es preciso 
acreditar la idoneidad, la cual no necesariamente está relacionada con un proceso 
mínimo y adecuado de formación académica en la materia, que garantice de 
alguna forma la correcta prestación de tan importante actividad; como si ocurre en 
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otras disciplinas tales como la contaduría, la medicina, la abogacía, la ingeniería, 
entre otros, en donde sí es necesario una formación profesional que acredite a la 
persona como idónea para su ejercicio. 
 
6.2.1.1. Responsabilidad civil del intermediario por la celebración del 
contrato de seguro. 
 
Lo primero que se debe recordar es que según el artículo 1037 del C. de Co., sólo 
son partes dentro del contrato seguro el tomador y el asegurador, por lo cual la 
labor del intermediario de seguros, se limita simplemente a poner en contacto a las 
partes del contrato de seguro para obtener su celebración o lograr su renovación.  
 
Lo anterior genera el planteamiento de dos situaciones, la primera y que ocurre en 
la gran mayoría de los casos se presenta cuando una persona (tomador), busca a 
un intermediario en cualquiera de sus tres categorías para que le asesore en la 
adquisición de una póliza de seguro, pero dado que no establece ningún vínculo 
directo con éste, sumado a que al no ser éste parte dentro del contrato, ante un 
eventual error u omisión por parte suya, el tomador no tendría como alegar y 
probar su responsabilidad civil, ya que entre estos no existe ningún tipo de vínculo 
contractual, pues simplemente fungió como intermediario en la relación 
contractual.  
 
Lo propio sucede con otra clase de intermediarios, por ejemplo, en las ventas de 
bienes inmuebles o vehículos automotores, en donde de llegarse a presentarse 
algún vicio redhibitorio, la persona llamada a responder es el vendedor, y no el 
intermediario, pues simplemente actuó como un tercero que se limitó a poner en 
contacto a las partes del negocio jurídico. 
 
La segunda situación posible, pero poco común, ocurre cuando una persona 
contrata al intermediario de seguros, bien sea por medio de un contrato de 
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prestación de servicios, u otra forma de contratación, para que le asesore en la 
celebración de los contratos de seguro que necesite en los mejores términos 
posibles, es decir, para que preste sus servicios profesionales en beneficio suyo; 
caso en cual sí habría lugar a prosperar una eventual responsabilidad civil, pues el 
intermediario de seguros pasaría de simplemente intermediar en la relación 
contractual con el asegurador, a actuar como asesor en la materia. 
 
Dado lo anterior, se puede ver como la doctrina de la propia Superintendencia 
Financiera, ratifican la anterior postura: 
 
“Concepto 2002044968-1 del 11 de septiembre de 2002. 
En principio, la actividad que despliega el corredor de seguros es estrictamente 
promocional, encaminada a poner en contacto a los dos extremos de la 
relación contractual, pues como lo define el artículo 1340 del Código de 
Comercio: "se llama corredor la persona que, por su especial conocimiento de 
los mercados, se ocupa como agente intermediario en la tarea de poner en 
relación a dos o más personas, con el fin de que celebren un negocio 
comercial, sin estar vinculados a las partes por relaciones de colaboración, 
dependencia, mandato o representación".”38 
 
Es claro entonces que en Colombia, tal como está concebida la intermediación de 
seguros, difícilmente genera una responsabilidad civil profesional, por lo cual para 
el consumidor de seguros se evidencia una desprotección en este sentido por 
parte del Estado. 
 
6.2.2. Protección al Consumidor en el Contrato de Seguro 
 
La protección a los derechos de los consumidores tiene su origen en el artículo 78 
de la Constitución Política, en el cual se establece que “La ley regulará el control 
de calidad de bienes y servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, así como la 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
38SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA. Doctrinas y Conceptos Financieros 2002, 
Corredores de Seguros Concepto 2002044968-1 del 11 de septiembre de 2002. 
http://www.superfinanciera.gov.co/Normativa/doctrinas2002/corredoresseg017.htm 
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información que debe suministrarse al público en su comercialización”, y en el 
segundo inciso se refiere al principio general de responsabilidad a cargo de 
“quienes en la producción y en la comercialización de bienes y servicios, atenten 
contra la salud, la seguridad y el adecuado aprovisionamiento a consumidores y 
usuarios.” 
De la misma manera el artículo 1162 del código de comercio, estableció las 
normas que no podían ser modificadas por las partes, fuera de las que por su 
naturaleza o por su texto son inmodificables, y así mismo las que sólo podrán 
modificarse en sentido favorable al tomador, asegurado o beneficiario. 
Con la expedición de la Ley 45 de 1990, se introdujo un conjunto de disposiciones 
protectoras de los derechos de los consumidores del contrato de seguro tales 
como la ineficacia de aquellas cláusulas contrarias a la ley, la libertad del tomador 
y asegurado para elegir a la aseguradora y al intermediario, y la prohibición de 
prácticas de las aseguradoras que afecten los derechos de los asegurados, entre 
otras. 
Posteriormente la ley 795 de 2003, por medio de la cual se modificó el Estatuto 
Financiero, introdujo al ordenamiento jurídico en el artículo 97 del citado estatuto 
el deber de información a los usuarios, estableciendo que “Las entidades vigiladas 
deben suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información 
necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de 
suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger 
las mejores opciones del mercado y poder tomar decisiones informadas.”39  
 
De la misma manera modificó el artículo 98 del mismo, estableciendo que las 
entidades vigiladas “deberán abstenerse de convenir cláusulas que por su carácter 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
39  COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 795 (15, enero, 2003). Por la cual se 
ajustan algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras 
disposiciones. Diario Oficial. Bogotá D.C., 2003. Nº 45.064. 
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exorbitante puedan afectar el equilibrio del contrato o dar lugar a un abuso de 
posición dominante.”40 
 
La última reforma financiera, ha sido la Ley 1328 de 2009, por medio de la cual se 
expidió el régimen de protección al consumidor financiero, incluyendo como tal al 
consumidor de seguros, inclusive desde su etapa precontractual, y estableció la 
igualdad de derechos para estos, tanto en su calidad de persona jurídica con 
amplia ca99999pacidad de negociación, como para las personas naturales 
consumidoras de los seguros más elementales. 
Finalmente se expidió la Ley 1480 de 2011, mejor conocida como Estatuto del 
Consumidor, en la cual por supuesto tienen cabida los consumidores de seguros. 
No obstante, por su característica de protección al consumidor en general, quedan 
bastantes vacíos en materia de seguros, que si suple la norma especial como lo 
es la Ley 1328 de 2009, es decir, el Estatuto del Consumidor, es una reafirmación 
de la protección que ejerce el Estado al consumidor de seguros, recopila varios de 
sus derechos tales como la prohibición de cláusulas abusivas, su definición y 
hasta provee de una lista de las misma, pero tiene vacíos legales que si contempla 
la citada norma especial del 2009, tales como el derecho a exigir debida diligencia 
en la prestación del servicio de seguros, al acceso al Registro Único de Seguros, a 
la protección del defensor del consumidor financiero y la prohibición de prácticas 
abusivas. 
El artículo 37 del Estatuto del Consumidor estableció los requisitos mínimos que 
deben cumplir las condiciones negociales generales y contratos de adhesión, los 
cuales son: 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
40COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 795 (15, enero, 2003). Por la cual se ajustan 
algunas normas del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y se dictan otras disposiciones. 
Diario Oficial. Bogotá D.C., 2003. Nº 45.064. 
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1. Haber informado suficiente, anticipada y expresamente al adherente sobre la 
existencia efectos y alcance de las condiciones generales. En los contratos se 
utilizará el idioma castellano. 
 
2. Las condiciones generales del contrato deben ser concretas, claras y 
completas. 
 
3. En los contratos escritos, los caracteres deberán ser legibles a simple vista y 
no incluir espacios en blanco, En los contratos de seguros, el asegurador 
hará entrega anticipada del clausulado al tomador, explicándole el 
contenido de la cobertura, de las exclusiones y de las garantías. 
 
Serán ineficaces y se tendrán por no escritas las condiciones generales de los 
contratos de adhesión que no reúnan los requisitos señalados en este 
artículo.41 (Negrita fuera del texto original). 
 
Por lo anterior, es procedente preguntarse, ¿cómo garantizar que los 
intermediarios de las compañías de seguros en la etapa precontractual den a 
conocer de manera real al usuario el contenido del contrato?. La respuesta es que 
este artículo es prácticamente inoperante frente a la realidad del contrato de 
seguro, pues si bien es cierto, existe publicidad de todas las condiciones 
generales de los contratos de seguros que ofrecen las compañías de seguros, 
inclusive en sus páginas web, no hay como garantizar que al consumidor se le 
explique previamente el contenido de la cobertura, de las exclusiones y de las 
garantías, máxime cuando como se dijo en un acápite anterior, no existe certeza 
de una idoneidad real de los intermediarios; aún peor ocurre en el caso de 
Bancaseguros, ya que lo que se promueven son los microseguros ofrecidos por 
los funcionarios de los bancos, tales como cajeros, asesores y auxiliares 
comerciales, quienes como se dijo anteriormente al no ser personas 
especializadas en el tema, no se garantiza que tengan idoneidad alguna, y 
muchas veces de buena fe, dado el mismo desconocimiento sobre el tema, 
pueden inducir al cliente a cometer errores que generen una posterior objeción en 
caso de siniestro. 
	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  
41 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. ley 1480 (12, octubre, 2011). Por medio de la 
cual se expide el Estatuto del Consumidor y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial. Bogotá 
D.C., 2011. Nº 48.220. 
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7. MEDIOS DE DIVULGACIÓN 
 
 
El presente trabajo de grado se sustentará frente a los jurados que disponga el 
Centro de Investigación de la Facultad de Derecho de la Universidad Libre 
Seccional Pereira. 
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8. CONCLUSIONES 
 
La Constitución Política de 1.991 dio origen a la protección a los derechos de los 
consumidores, estableciendo la regulación sobre el control de calidad de bienes y 
servicios ofrecidos y prestados a la comunidad, la comercialización de bienes y 
servicios que atenten contra la salud, la seguridad y el adecuado 
aprovisionamiento a consumidores y usuarios, la libertad contractual, la autonomía 
de la voluntad de las partes en el derecho privado, la protección a los ciudadanos 
de quienes en ejercicio de sus actividades ostentan una posición dominante.  
Lo anterior permite afirmar que el Estado Colombiano si ha diseñado una 
legislación que proteja a los consumidores de los contratos de seguros; sin 
embargo, no obstante la importancia que representan los mismos para la 
estabilidad socioeconómica del país ha propiciado la informalidad en la 
comercialización y celebración de los mismos, lo cual ha generado un gran 
desconocimiento generalizado en la materia, creando escenarios en donde las 
compañías como sí son especialistas en esta y ostentan la posición dominante, 
cometen muchos abusos, lo cual genera en la mayoría de los casos dos 
situaciones para los consumidores.  
La primera situación se presenta cuando es objetada una reclamación sin 
fundamentos válidos, los asegurados por desconocimiento en el tema, no ejercen 
sus derechos y asumen la pérdida. 
La segunda situación hace referencia al mecanismo de protección por excelencia, 
es decir, los procesos ante la jurisdicción civil, pero como la mayoría de los 
siniestros son de bajas cuantías, se vuelve muy costoso acudir, para el ejercicio 
de sus derechos por las implicaciones que esto conlleva, tales como el pago de 
abogados y gastos procesales, entre otros, razón por la cual también desisten.  
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En vista de lo anterior, desde la entrada en vigencia de la ley 45 de 1990 hasta la 
fecha, se puede concluir que: 
 
• El argumento predominante para el operador jurídico a la hora de dirimir un 
conflicto entre Asegurador y Asegurado, es el contenido contractual de las 
pólizas de seguros analizado desde la óptica del método de interpretación 
subjetiva de que habla el artículo 1618 del Código Civil, el cual reza que 
“Conocida claramente la intención de los contratantes, debe estarse a ella 
más que a lo literal de las palabras”. 
 
• El contrato de seguro, al ser considerado como de adhesión, cuando la 
parte dominante (el asegurador) incurre en contradicción o ambigüedad; se 
interpretará a favor del asegurado, según lo dispuesto en el artículo 1624 
del Código Civil. 
 
• Las compañías de seguros, contrario a lo dispuesto en el artículo 83 de la 
Ley 45 de 1990, suelen limitar indebidamente los medios de prueba, 
modificando la distribución de la carga de la prueba para los asegurados. 
 
• El seguro de responsabilidad civil es de gran importancia, por tener la 
finalidad de proteger y resarcir a las personas afectadas con motivo de 
determinada responsabilidad civil imputable a una persona; por lo cual el 
haber modificado el artículo 1127 del código de comercio, sustituyendo la 
palabra “sufra” por “cause”, terminó perjudicando tanto a los beneficiarios 
como a los asegurados de dicho seguro, toda vez que anteriormente 
cuando un asegurado causaba perjuicios a terceros sin importar su calidad 
de patrimoniales o extrapatrimoniales, la obligación legal de resarcirlos se 
traducía en un perjuicio patrimonial que “sufría” el asegurado, por lo cual las 
compañías al asegurar dicho riesgo debían indemnizar la totalidad de los 
perjuicios sin distinción alguna; hoy en día con la modificación introducida, 
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la obligación que les impone la ley a las Compañías de Seguros, es la de 
indemnizar los perjuicios patrimoniales que “cause” el asegurado, dejando 
de lado los perjuicios extrapatrimoniales, si estos no son pactados 
expresamente; lo cual se traduce en un favorecimiento a la posición 
dominante de las compañías por parte del Estado. 
 
• El seguro de responsabilidad civil obligatorio para el sector trasportador de 
pasajeros impuesto por el Estado, no cumple de lleno con su finalidad, pues 
si bien este habla de las coberturas mínimas, no especifica el alcance 
mínimo de estas, es decir, deja al arbitrio de las compañías de seguros los 
riesgos que quieran asumir; lo cual es una evidente omisión por parte del 
Estado, que favorece la posición dominante de las compañías de seguros. 
 
• La intermediación de seguros en Colombia, es concebida como aquella 
ejercida por una persona que simplemente se encarga de acercar a dos 
extremos de una relación contractual, sin que se genere para ella algún tipo 
de obligación contractual, lo cual dista enormemente de un adecuada 
asesoría que merece el consumidor del contrato de seguro.  
 
• Gracias a la débil regulación sobre la intermediación de seguros en 
Colombia, las compañías de seguros han logrado penetrar y expandirse 
enormemente en el mercado Colombiano, a través de los múltiples 
intermediarios de seguros que ellas mismas habilitan para tal fin. 
 
• Tal cual está planteado el modelo de intermediación de seguros en el país, 
es casi imposible que se pueda probar una responsabilidad civil profesional 
a un intermediario de seguros, ya que no hace parte dentro del contrato de 
seguro, y su función se reduce a poner en contacto a los dos extremos de 
una relación contractual.   
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• Los mecanismos de protección al consumidor financiero en la etapa 
precontractual, tales como hacer “entrega anticipada del clausulado al 
tomador, explicándole el contenido de la cobertura, de las exclusiones y de 
las garantías”42, se convierten en letra muerta al no haber cómo controlar su 
cumplimento, sumado a que en la mayoría de las veces ni los propios 
intermediarios de seguros comprenden el contenido contractual ni mucho 
menos el alcance de la cobertura, de las exclusiones, ni de las garantías, 
dada su cuestionable idoneidad propiciada por el Estado. 
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D.C:, 2011. Nº 48.220.	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